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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señora Representante Daniela Payssé. 


MIEMBROS: Señoras Representantes Beatriz Argimón, Gloria Benítez, Beatriz Costa, Sandra Etcheverry, 
Nora Gauthier y Adriana Peña Hernández. 


ASISTEN: — Señoras Representantes Eleonora Bianchi y Alicia Pintos. 


INVITADOS: Por el Comité Latinoamericano y del Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer 
(CLADEM): socióloga Moriana Hernández, psicóloga Mabel Simois y doctora Ana Lima. 


Por la Asociación de Magistrados del Uruguay: doctoras Anabella Damasco, Presidenta; Ada 
Siré, vocal; y Beatriz Vila, Juez de Familia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida a una delegación del Comité Latinoamericano y del Caribe para la Defensa de 
los Derechos de la Mujer, CLADEM, integrada por la socióloga Moriana Hernández, la psicóloga Mabel 
Simois y la doctora Ana Lima. 


Es un gusto que estén acá, aunque el motivo es algo que nos está preocupando; entonces, ya no es un gusto 
sino un disgusto reunirnos para tratar estos temas. La Comisión Especial de Género y Equidad ha decidido 
tomar con fuerza los temas de la violencia doméstica, y en ese marco es que estamos haciendo una serie de 
entrevistas con los actores involucrados, a los efectos de hacer el seguimiento de la ley y ver qué nudos hay 
no solo en cuanto a su aplicación sino también con relación a su instrumentación y a la capacitación de los 
actores involucrados. En ese marco, nos gustaría escucharlas, independientemente del intercambio que 
después podamos hacer. 


SEÑORA HERNÁNDEZ.- Buenos días a todas. Lamento que sean solo "todas". 


Soy Moriana Hernández, miembro del Comité de Gestión del CLADEM, que es una red que existe en 
diecisiete países de América Latina para la defensa de los derechos de las mujeres. 


Como somos famosas, pero no tanto, dejé a la Secretaria un folleto de presentación del CLADEM. 


Uno de sus objetivos es el seguimiento y el cumplimiento de las convenciones internacionales que han 
suscrito los países en los que actúa. Como Uruguay ha suscrito la Convención de Belem do Pará, y por otras 
razones, hemos hecho un seguimiento de la violencia doméstica en el país. 


Otra de las razones es que el CLADEM es una red de personas pero también de organizaciones, y en el caso 
de Uruguay lo integran dos de las más antiguas en atención de violencia doméstica, como son Casa de 
Mujeres de la Unión y el Instituto Mujer y Sociedad. 


Después hará uso de la palabra la actual coordinadora del CLADEM que, además, es coordinadora de Casa 
de Mujeres de la Unión, Mabel Simois. 


La otra compañera que integra nuestra delegación es la doctora Ana Lima, una de las abogadas que participó 
en la redacción de la ley de violencia doméstica; también participaron en esa etapa otras compañeras 
abogadas del CLADEM. 


Traemos algunos elementos que seguramente servirán para su consideración. Este material que estamos 
dejándoles es el producto de un trabajo de difusión y de explicación de la ley de violencia doméstica que 
realizó el CLADEM. En este trabajo se relevan las acordadas de la Suprema Corte de Justicia que hasta ese 
momento existían sobre el tema. Después la historia siguió, pero ustedes acá van a encontrar las resoluciones 
de la Corte en cuanto a la aplicación de la ley. 


Nosotras tenemos una tesis y es que los problemas que hoy estamos enfrentando hace mucho tiempo que 
están diagnosticados. Y reiteradamente, cuando suceden hechos de violencia doméstica, nos volvemos a 
preguntar dónde están los nudos, los volvemos a analizar y vemos que son los mismos. Entonces, como 
contribución para el diagnóstico que ustedes deben hacer, traemos dos elementos más que corresponden a dos 
momentos -2003 y 2004- y que resumen las dificultades por las cuales la aplicación de la ley estaba pasando 
en aquel entonces. Nosotras mismas hemos revisado esos nudos a la luz de la situación, y sostenemos que son 
los mismos en el 2007 que en el 2003. También hemos hecho el "sacrificio" de traer de nuestra biblioteca un 
ejemplar del documento editado por la Comisión de Género y Equidad de la legislatura anterior. Este 
documento circuló por resolución de la Presidenta de la Cámara de Diputados de aquel momento. Fue 
enviado a cada uno de los Jueces, los Fiscales y los defensores del país; ninguno puede alegar 
desconocimiento. Tiene la convención, la ley, así como otros materiales que la Comisión de Género y 
Equidad en su momento resolvió editar y hacer llegar al Poder Judicial. 


Es difícil no sumirse en los datos y en los hechos concretos, pero nosotros sentimos -y por eso agradecemos 
mucho la convocatoria de la Comisión o, más bien, agradecemos que haya tomado cartas en el asunto- que el 
tema no es condolerse de las situaciones sino tomar medidas. Por eso les trajimos los diagnósticos. También 
en este tema hay una inflación de diagnósticos en el Uruguay; lo que nos está faltando son acciones. 


Si me permiten, voy a reseñar rápidamente el documento que vamos a dejarles; si ustedes lo entienden 
conveniente, podemos enviarlo por vía electrónica. 


¿Qué problemas encontramos? Que la violencia ocurre las veinticuatro horas del día y que no contamos con 
servicio de ningún tipo que tenga esa duración. La carencia de recursos es el argumento que muchas veces se 
esgrime. Nosotros creemos que la carencia de recursos es real; sin embargo, no se ha establecido cuáles son 
los montos necesarios. Es difícil que el Parlamento nacional pueda resolver sobre cosas que no están 
costeadas. Además, sostenemos que la carencia de recursos ha operado como una excusa para la no 
aplicación de la ley. Reitero que creemos que efectivamente faltan recursos, pero quisiéramos que los 
implicados y reclamantes establecieran cuáles deben ser. A su vez, sostenemos que con los recursos que 
existen podría hacerse mucho más de lo que se está haciendo, y para esto se requiere una actitud y una 
capacitación de los operarios. Esto nos lleva a la necesidad de seguir profundizando en la sensibilización y en 
la capacitación de todos los operadores. Sobre este capítulo la psicóloga social Simois luego va a intervenir, 
porque capacitaciones se han hecho. 


Ya en los años 2003 y 2004 hablábamos de la necesidad de contar con un registro único, que hiciera un 
seguimiento en todos los aspectos. Si bien estamos avanzando en el país hacia la detección -y digo que 
estamos avanzando en tanto que el Ministerio de Salud Pública ha resuelto hacer el despistaje en los centros 
de salud-, lo que no vemos es que estas medidas se estén tomando como parte de un plan global. Entonces, lo 
que nos va a pasar es que vamos a tener datos del Ministerio de Salud Pública, pero después se nos va a hacer 


muy difícil vincularlos con los del Ministerio del Interior y los de la Fiscalía de Corte, que se llevaban en 
aquel tan discutido Registro de Fiscalía de Corte cuando estaba a cargo el doctor Peri Valdes. No sabemos 
ahora qué está pasando con eso, si se va a seguir o no. Lo que sí sabemos es que el registro que se hace en el 
Poder Judicial es absolutamente deficiente. 


Otro de los nudos es la coordinación de actuaciones dentro del Poder Judicial. Está claramente establecida en 
la ley, pero en la realidad no se cumple; no hay notificación contemporánea al Juez Penal y al Juez de 
Familia, y sobre esto la doctora Lima va a hacer alguna referencia. 


Otro de los nudos que detectamos es que falta uniformizar las actuaciones. No tenemos protocolos de 
atención en violencia doméstica en ninguna de las instancias; tal vez el Ministerio de Salud Pública sea el 
único que ahora ha establecido un protocolo, pero los otros actores no tienen protocolizadas sus actuaciones, 
lo que implica y entraña enormes injusticias. 


Ya dije que la comunicación a la Policía de los Juzgados Penal y de Familia no se cumple. 


Hay victimización secundaria: las mujeres y los niños son revictimizados tanto cuando recurren a la Policía 
como cuando llegan al Poder Judicial. 


Lo referente a las medidas cautelares es otro de los nudos, y sobre ello se van a explayar mis compañeras. 


Además, consideramos que hay otras víctimas que no están siendo suficientemente tenidas en cuenta. En una 
situación de violencia familiar, por más que los actores sean marido y mujer, hay víctimas que no están 
siendo consideradas, que son los niños u otros miembros del núcleo familiar, lo que debiera preverse también 
en las actuaciones. 


También estamos teniendo problemas con el seguimiento de las actuaciones. Posteriormente a la audiencia de 
evaluación no existen formas de proseguir las actuaciones, máxime cuando de allí deriva otro tipo de 
procesos adicionales como pueden ser divorcios, tenencias, guardias, visitas, etcétera. 


La carencia de Defensores de Oficio es otro de los nudos, particularmente preocupante en el interior del país. 
En el 90% de los casos de violencia doméstica las víctimas han sido defendidas por Defensores de Oficio, de 
tal suerte que tenerlos o no es absolutamente cardinal para el ejercicio del derecho de las víctimas. 


Sin duda, hemos dado un paso importante en el país con la creación de los Juzgados especializados y con su 
dotación de equipos multidisciplinarios. Son cuatro, y en Montevideo; en el interior no existen ya no equipos 
sino que el Poder Judicial no cuenta con ningún tipo de asesoramiento profesional a la hora de fallar sobre 
estos temas. 


Otro de los nudos tiene que ver con los peritos. Seguramente, ustedes saben mejor que nosotras que en su 
momento el Instituto Nacional de la Familia y la Mujer hizo una convocatoria y un registro de peritos 
especializados en violencia. Estos peritos siguen sin ser reconocidos por la Suprema Corte de Justicia. 
Pensamos que debiera revisarse esa situación; con certeza, en esa lista no están todos los que debieran y es 
posible que haya alguien que no tenga competencia suficiente, pero, en todo caso, ahí hay un grupo 
importante de personas que se han especializado en violencia doméstica y a las que los Jueces podrían 
recurrir, cosa que no están haciendo en la mayoría de los casos. 


Para nosotras hay otro nudo, y es lo que en este resumen que les vamos a dejar titulamos como "los cuidados 
del cuidador". Trabajar con violencia doméstica no es para cualquiera y requiere una capacitación especial y 
cuando no se la tiene produce muchísima angustia. No me meto en psicología, pero tal vez mucho del 
desborde y de las resistencias que el Poder Judicial expresa se deba a su incomprensión y a que ellos y ellas 
no tienen un soporte para estar en esa tarea. El "burnout" existe como cuadro bien diagnosticado. 


Hay uno de los nudos -me voy a rectificar- que sí ya resolvimos, que era la exoneración de timbres para las 
actuaciones. 


Es un clamor popular la carencia de refugios en el país, respecto a lo cual creemos que hay que procesar una 
discusión. ¿Qué tipo de refugios? ¿En qué casos debería haberlos? ¿Con qué dotaciones? Proponemos que 
esta Comisión convoque a una mesa de trabajo para discutir el tema de los refugios. 


En este momento, la atención a las víctimas está descargada en la sociedad civil; son muy pocos los servicios 
estatales puestos en la atención a las víctimas. La sociedad civil está haciendo lo que puede pero, si no 
aparecen recursos estatales, no podemos hacer más de lo que estamos haciendo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Debo aclarar que la señora Ministra Tourné -quien concurrió a la Comisión 
en la sesión pasada- nos adelantó alguna medida que viene en la Rendición de Cuentas para atender lo 
planteado por la socióloga Hernández: la atención a las víctimas. Quizás esa sea una veta para 
empezar a trabajar. 


SEÑORA SIMOIS.- Soy la Coordinadora Nacional de CLADEM y la Directora de la Casa de la Mujer 
de la Unión. 


La socióloga Hernández hizo un mapeo bastante importante de la situación que estamos viviendo. Hace 
veinte años que trabajo en esto y puedo decir que hace veinte años que repito lo mismo, porque me encuentro 
con los mismos problemas. Cada vez que una mujer muere, todos salen a decir que hay que capacitar a la 
Policía. En el Programa de Seguridad Ciudadana, que se llevó a cabo en 1999 o 2000, se gastaron miles de 
dólares -que pagamos todos, porque eso fue deuda externa- en capacitar a la Policía, con el compromiso de 
que cada policía capacitado iba a estar al frente de cada Seccional para atender estos casos, dos por turno. 
¿Dónde están? ¿Qué se hizo con esa gente? No se deben de haber jubilado todos, porque eran jóvenes. Por lo 
tanto, ustedes tendrían que investigar porque las cosas no siempre son lo que nos dicen. 


Hasta hace muy poco tiempo -no sé ahora con la señora Ministra Tourné-, en las comisarías comunes no se 
tomaban denuncias de violencia doméstica; solamente se hacía en la Comisaría de la Mujer. Si la persona no 
tenía dinero para el ómnibus o vivía lejos, no podía realizar la denuncia. 


Considero que la ley de violencia doméstica es una gran herramienta, si se aplica bien. Uno de los problemas 
de las mujeres en los que se pensó -mi compañera estuvo en la elaboración de esa ley- fue: "¿Qué le doy de 
comer a mis hijos si dejo a este hombre?". Una de las medidas cautelares más inmediata es la pensión 
alimenticia, pero no se aplica. ¿Por qué? Por ejemplo, tenemos un caso donde le dicen al hombre: "Usted no 
se puede acercar a trescientos metros de la señora". Pero el señor tiene un taller mecánico en el garage de la 
casa. Entonces, el Juez penal le dice: "Usted vaya a trabajar a su casa", cuando ni siquiera se comunica con su 
señora!. La pensión alimenticia se tramita por el Juzgado de Familia, pero todos sabemos que el trámite 
puede llevar más de un año. Entonces, ¿para qué tenemos la ley? ¿Cuál fue el espíritu que quisimos con la 
ley? En realidad, no la están aplicando como debe ser. 


Trabajé mucho tiempo con la Inspectora Domínguez -que era Comisaria de la Comisaría de la Mujer de ese 
momento- en un protocolo de atención que enviamos al Ministro Opertti -¡si hará tiempo!-, se me llena la 
cara de arrugas-. Nunca se usó. La sociedad civil ha trabajado muchísimo en esto, sintiendo que desde el otro 
lado no hay respuesta. Pero yo creo que no hay voluntad política; como somos mujeres las que morimos, 
quizá sea por eso. 


En cuanto a los defensores de oficio, debo decir lo siguiente. Yo ando mucho por el interior del país y la otra 
vez -siempre me encuentro con estos problemas porque la gente me identifica y me los cuenta-, en un 
pueblito cerca de Dolores, una señora estaba fuera de su casa porque había hecho abandono de hogar. Yo 
digo: "Eso es un horror jurídico. ¿Cómo abandono de hogar?". Me dicen: "El Juez dijo que había hecho 
abandono de hogar". Pregunto: "¿Qué Juez?". Me contestan: "El Juez de Paz", que no es abogado. En 
definitiva, la señora había hecho abandono de hogar y no podía volver a su casa. Estas cosas le pasan a la 
gente de carne y hueso, a las mujeres como nosotras; en el interior no tienen un defensor, un abogado y hasta 
a veces un Juez que sea abogado. Solo tienen un Juez de Paz; es alguien que nombraron porque es buena 
gente, pero que no sabe lo que tiene entre manos, no conoce la ley. 


Ustedes saben que trabajo directamente con las víctimas -además de desarrollar tareas de capacitación- y me 
gustaría saber cuáles son sus dudas. 


SEÑORA LIMA.- Me gustaría poner el acento en el Poder Judicial, y la razón es sencilla. Integré dicho 
Poder durante trece años y fui Magistrada Penal durante once. 


Creo que en el tema de la violencia doméstica -y en el de la violencia en general- hay que poner la 
responsabilidad en los actores, a cada uno lo suyo. No solo hay Jueces o Juezas, Defensores o Defensoras 
sino también Fiscales que tienen un rol muy claro que no cumplen. Hoy en día, como litigante, veo que la 
aplicación de la ley_ de violencia doméstica se ha desnaturalizado y estereotipado, y se limita a medidas de 
restricción de acercamiento y no a la adopción de medidas de protección, lo que, en mi modesta opinión, 
indica que hay una incomprensión de lo que es la ley de violencia doméstica. Eso lo vinculo directamente 
con la capacitación. Si no hay capacitación, no puede haber protocolo de actuación y mucho menos, Jueces o 
Juezas, policías y Fiscales que entiendan cuáles son los indicadores de riesgo. Entonces, el trabajo se 
acumula en forma indiscriminada y eso cuesta vidas para todos lados. 


Tengo que decir también, porque me consta, que cuando los operadores judiciales trabajan en su rol, es muy 
difícil que la policía no responda. Entonces, allí hay un punto a considerar. La señora Simois hacía referencia 
a los Jueces de Paz que son legos; quedan pocos en el país. Más me preocupan jueces y juezas que no son 
legos y tienen -lo digo con mucho respeto- desconocimiento de la norma y además, del contenido de la 
norma. Es terrible ver sentencias en las que ni siquiera se menciona el Código de la Niñez y la Adolescencia; 
esto me parece grave. 


En cuanto al tema del acceso a la justicia, me parece que el Parlamento es el que está en mejor posición para 
contribuir, además de la sociedad civil -esto no lo inventé yo, está estudiado-, porque es muy importante que 
los Poderes Judiciales reciban los mensajes desde las jerarquías. Señalo dos ejemplos. Cuando se designaron 
los jueces y juezas para los Juzgados especializados, creo que hubo un mensaje de la Suprema Corte de 
Justicia que indicó que tal vez no le había dado -o sin tal vez- la importancia que tiene esta materia. Estamos 
hablando de la vida. También está el tema del cuidado de esos magistrados. 


Asimismo, aparece algo que es muy simbólico: que no se le preste atención a los peritos. Entonces, ocurre lo 
que señalaba la señora Hernández: si la Suprema Corte de Justicia no manda ese mensaje claro, esos peritos 
no existen para los jueces y las juezas 


Otra cuestión que aparece aquí es el enorme prejuicio que hay en estos temas. Cuando se hace una denuncia 
por violencia doméstica o por abuso sexual a niños y niñas, quienes quedan en situación de sospecha son los 
que denuncian y los operadores y operadoras que trabajamos en el tema. Y lo que es peor, no queda claro ni 
se pasa a los expedientes; se maneja con la teoría del rumor. Los Tribunales de Familia pueden manejar que 
determinados médicos, médicas, psicólogos y psicólogas no están aptos, es decir, son mala palabra, y sin 
embargo, no hay nada escrito. Esto me parece muy grave. 


Creo que hay que hacer un ejercicio de honestidad intelectual en términos de monitorear los propios 
prejuicios antes de empezar a trabajar el tema por parte de todos los operadores. Coincido con la señora 
Simois en que habría que saber dónde están los policías, hombres y mujeres, y los jueces y juezas que se 
capacitaron a través de programas de la Fundación Internacional de Mujeres Juezas y habría que ver -con 
todo respeto- quién capacita hoy en el Centro de Estudios Judiciales a quienes van a trabajar en el tema. 


SEÑORA HERNÁNDEZ.- Omití decir que nos interesaría particularmente que la Comisión atendiera 
a todos los actores, y aquí hay algunos que están particularmente omisos; tanto, que nos olvidamos de 
ellos. ¿Qué está pasando con el sistema educativo? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de dar la palabra a las señoras Diputadas, quisiera decirles que los 
consejos son bienvenidos pero que, por suerte, esta Comisión ha tomado los recaudos y tiene un listado 
importante de actores a los que va a seguir convocando. 


SEÑORA COSTA.- Yo soy Diputada suplente y es el segundo acercamiento que tengo al tema. Por lo 
tanto, pido disculpas si lo que voy a plantear es muy obvio. 


Se ha mencionado que a veces la denuncia provoca una intensificación de la violencia. Quería saber si 
ustedes tienen algún dato estadístico, y también comparativo con años anteriores, porque si la denuncia no 
está sirviendo como forma de disuadir la violencia, quiere decir que se está fallando de una manera 
estrepitosa. 


SEÑORA GAUTHIER.- Quisiera hacer una reflexión en cuanto a cómo se ve desde el interior el tema 
de la violencia doméstica. Si bien todos entendemos que no es un tema de clases sociales, sino que 
atraviesa todas las capas de la sociedad, en el interior su tratamiento sí lo es. No es la misma situación 
la que puede tener una familia de determinada clase social y posición económica que la de una persona 
que debe recurrir a otros lugares. Fundamentalmente, porque junto a ellos hay equipos -por suerte, en 
Río Negro hay un equipo interesante de servicios para las personas que tienen estos problemas-, pero 
todo esto queda como en una charca y termina siendo algo de segunda clase, tanto para el denunciante 
y para las personas que trabajan estos temas como para los equipos multidisciplinarios. Esto no sucede 
tanto en la Comisaría de la Mujer; hay dos, pero conozco fundamentalmente la que está en mi pueblo, 
y tiene un buen relacionamiento, inclusive, con los Jueces que preguntan, van y vienen. Donde me 
parece que más falla esto es en el tema de los abogados de oficio. Generalmente son personas que 
pertenecen a una clase alta de la sociedad, que atienden este problema pero no se involucran en la 
tarea que hacen. Me parece que es un debe que tenemos y hay que ver cómo se resuelve. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Como siempre, agradezco en forma personal que hayan venido a 
esta Comisión porque son como las maestras de estos temas. 


En resumen, diría que tenemos una buena ley que no se aplica, por distintas razones. Puede ser por carencia 
de recursos, pero creo que, fundamentalmente, se trata de falta de coordinación, de mentalidad y de 
capacitación. Me parece muy bien la propuesta de sentarnos a hablar de refugios, porque cuando suceden 
estos hechos lo mejor que puede hacer una mujer es irse, pero tiene que irse a algún lado. 


En alguna oportunidad estuvimos hablando con un grupo del tema. Tenemos que coordinar con el Ministerio 
de Desarrollo Social para que esas mujeres también puedan tener algún ingreso por intermedio del Ingreso 
Ciudadano, sin llegar a alentar para que esto sea una forma de que se diga "denuncio porque me van a dar 
plata" 


También me preocupa muchísimo el tema de la zona de exclusión o el no acercamiento y lo poco duro que es 
el castigo que aplican los Jueces ante una violación de la orden. Creo que se ataca una vez y la segunda ya va 
a mayores, y entonces, el castigo por no cumplir una orden de restricción debe ser mucho más severo por 
parte de los Jueces. Lo asustan, o lo meten preso, o lo alejan, o sacan a la mujer del contexto, porque la 
segunda o la tercera oportunidad que tenga puede derivar en la muerte; o capaz que la primera. Pero después 
de que la mujer denuncia ya es muy difícil volver atrás una situación tan dura como esta de la violencia 
doméstica. Creo que entre todos podemos hacer que el Poder Judicial tome conciencia. Por supuesto, tiene su 
independencia, y nosotros no tenemos por qué estar influenciando, pero podemos hacerle sentir que la tarea 
está cumplida desde el punto de vista legislativo y que está en sus manos poder evitar estas muertes. Porque 
al no aplicar la ley, la responsabilidad es pura y exclusivamente del Poder Judicial. 


Gracias, y reitero que es un placer escucharlas. 


SEÑORA BENÍTEZ.- Comparto estas últimas palabras de la señora Diputada Peña Hernández con 
relación a la aplicación de la ley y las medidas cautelares. 


Es una buena iniciativa debatir sobre el tema de los refugios, porque hay posiciones diferentes y opiniones 
distintas respecto de las bondades que podría tener para la mujer, su familia e hijos el hecho de permanecer 
en un refugio transitoriamente o durante un período prudencial que quienes están a cargo del lugar estimarán 
cuál debe ser. Me gustaría que nos dieran una idea de cómo ven la viabilización del refugio, teniendo en 
cuenta, además, que se requieren recursos que no están referidos solo al espacio físico y que hay dificultad 
para atender a la población que está más lejos de las urbanizaciones, lo que se puede dar aquí mismo en 
Montevideo, aun cuando hay una mayor accesibilidad que en algunos departamentos del interior. 


Por otro lado, la socióloga Moriana Hernández hablaba de las víctimas secundarias, del entorno familiar que 
también sufre la violencia doméstica. Disculpen, pero yo desconozco, no he encontrado ningún dato que 
permita suponer que sobre todo los niños y las niñas tienen una atención posterior a una situación de 
violencia. 


(Ingresa a Sala la señora Representante Etcheverry) 


Todas sabemos que el hecho de vivir en un ambiente en el que la violencia tiene cierta permanencia o de 
presenciar un acto brutal como es el asesinato de la madre, de alguna manera, perfila otros hombres y 
mujeres violentos. En ese sentido tendríamos un déficit, porque deberíamos estar pensando en estas 
situaciones. 


La psicóloga Mabel Simois habló de los Defensores de Oficio, y no me queda claro si el problema es que no 
hay profesionales en este campo o si los que hay no están para el desarrollo de estas tareas. 


Para terminar, les agradezco vuestra presencia, que ha sido enriquecedora por la información que han 
brindado. 


SEÑORA PINTOS.- También soy suplente pero estoy muy en contacto con los problemas de las 
mujeres, uno de los cuales es este y, por suerte, estoy aquí para refrescar una cantidad de cosas que a 
veces uno deja de lado. 


Moriana me mojó la oreja con el tema del sistema educativo, y debo decir que este tema, como otros, es 
cultural y, por ende, resulta de los más difíciles de resolver o de cambiar en el imaginario de nuestra 
sociedad. Y bueno, el sistema educativo, desde el nivel inicial hasta la Universidad, tiene baches enormes en 
este sentido. Estamos frente a la reforma del sistema educativo, y esta Comisión debería ser eje esencial para 
que estas cosas fueran tenidas en cuenta en la educación inicial, en primaria, en secundaria y, sobre todo, en 
la Universidad, considerando lo que las compañeras mencionaban -y que nosotras, lamentablemente, 
comprobamos- en cuanto a la formación de los profesionales que atienden estos temas. Estas cuestiones 
deberían incluirse durante un largo tiempo, por lo menos hasta que cambiaran estos aspectos culturales; 
inclusive, hasta tendría que haber una especialización en las carreras de los profesionales que van a atender 
estos temas. Debería existir la posibilidad de que se formaran en este sentido, porque uno habla con 
profesionales muy capacitados y advierte que para ellos no existe este tema ni ningún otro que tenga que ver 
con el género o con los derechos de las mujeres, como prefiero decir. 


Insisto: creo que en esto la Comisión de Género y Equidad puede influir mucho, inclusive, para que los temas 
se visualicen. Digo esto porque mujeres o niños violentados en las clases altas hasta tienen más dificultades 
que los demás, porque el entorno tapa esa problemática; no la puede afrontar porque, si lo hace, se le viene 
abajo toda la estantería, y es así. De modo que no se trata de que solo en las clases bajas hay grandes 
dificultades porque no pueden recurrir a los abogados de oficio. 


Habría que hincar el diente en profundidad en estas cosas. Conociendo que los problemas son enormes, como 
decía la señora Diputada Peña Hernández, nosotros tenemos una obligación respecto de la aplicación de la 
ley que impulsamos; tendríamos que hacer un seguimiento en profundidad, por lo menos en lo que podamos, 
para que se fueran concretando algunos aspectos. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- En primer lugar, quiero pedirles disculpas por mi llegada tarde. Hubo una 
reunión urgente de bancada; a veces se cree que somos clones y podemos estar en dos lugares a la vez. 


A todas nos interesa mucho este tema. Sé que lo que ustedes han informado debe ser muy interesante; leeré 
con mucho cuidado la versión taquigráfica. 


Conozco mucho a Moriana y a algunas de las compañeras presentes y sé cómo se trabaja en estos temas. Es 
una problemática que nos preocupa y que, como bien dijeron las señoras Diputadas, es transversal a todos los 
partidos. Es un tema que está en toda la sociedad uruguaya. 


Como hablamos el otro día con la Presidenta y con otras integrantes de esta Comisión y del Senado, la gente 
nos pregunta qué estamos haciendo las legisladoras. Nos ven por la calle y, sin importar de qué partido 
somos, nos preguntan: "¿Qué están haciendo ustedes?". Esa es la pregunta que formulan; yo se lo comentaba 
a la señora Presidenta y le decía que tenemos que hacer un seguimiento más fuerte. 


Quiero comentarles una anécdota. El otro día fuimos a una reunión abierta en el Cerro, a la que estaba 
invitada mucha gente del Gobierno. Lamentablemente, no fue la gente del Centro Comunal N* 17 ni la 
representante del MIDES, pero en representación de la señora Ministra Tourné concurrió el doctor 
Migliónico, quien estuvo la semana pasada con nosotros. Se tocaron tres temas, y el primero que plantearon 


las 50 o 60 personas que allí estaban presentes -a pesar de la lluvia torrencial del lunes- fue el de la violencia 
doméstica. Las mujeres decían: "Le pasa a mi vecina", y muchas pensábamos que hablaban de ellas mismas. 
Eran denuncias muy fuertes. "Le pasa a la vecina, la saca de los pelos, la tira, le pega a la niña de 14 años. 
Nosotras hemos hecho la denuncia. Se lo llevan, pero vuelve", decían. "¿En quién tenemos que creer?", nos 
preguntaban. 


Nosotros, como parte del Parlamento, y quien estaba allí como representante del Ministerio del Interior - 
tenemos claro que esto no es culpa de la Policía, que hay cosas que no puede hacer-, nos llevamos un montón 
de preguntas y quedamos en reunirnos en una segunda instancia, porque la idea era que esta gente viera que, 
aunque no tenemos la misma orientación política, trabajamos siguiendo una idea porque somos conscientes 
de que este es problema nuestro, de todo el país. 


El segundo tema que surgió fue el de la adicción. Se habló de los consumidores de pasta que están en la 
esquina, de que hacen las denuncias a la Policía, es decir, era un asunto directamente para el Ministerio del 
Interior. 


Reitero que el primer tema fue sobre violencia doméstica; representó el 80% de los planteos. Sinceramente, 
hubo muchas preguntas que ninguno de los presentes pudimos contestar; quizás por eso nos estamos 
reuniendo. Llovía mucho, fue una noche muy triste, salimos todos muy amargados porque muchas preguntas 
quedaron sin respuesta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Apelo a la síntesis porque ya la semana pasada tuvimos una dificultad, que 
al mismo tiempo fue una alegría, porque citamos a tres delegaciones de las cuales pudimos escuchar 
solo a una; las otras van a volver en otra oportunidad, porque fue tanta la cantidad de información que 
teníamos que intercambiar, que no pudimos administrar el tiempo. Fue malo por eso, pero a la vez fue 
bueno porque significa que estamos dispuestas a darles el tiempo que requieren. Hoy ya hay otra 
delegación esperando ser recibida, pero nos interesaría muchísimo hablar más con ustedes, por lo cual 
desde ya les adelanto que seguramente las convoquemos otra vez. 


Quiero referirme a una sola cuestión que me gustaría que por lo menos quedara planteada. Con la señora 
Diputada Peña Hernández participamos de un seminario en España que estuvo muy interesante. Ellos hablan 
de violencia de género, no de violencia doméstica; me quedo con nuestra ley y no con la de ellos, porque el 
entorno familiar es importante. En esa instancia escuchamos acerca de los refugios. La señora Diputada Peña 
Hernández decía recién que lo mejor que pueden hacer esas mujeres es irse. Yo no creo que lo mejor sea que 
las mujeres tengan que irse; esa discusión tal vez deberíamos darla más profundamente; quizás fue producto 
de una reflexión basada en las circunstancias coyunturales de esas mujeres en ese momento. La verdad es que 
como mujeres deberíamos trabajar para todo lo contrario. ¡Ojalá no existieran refugios, y no tuviera que 
haberlos! Después, como la realidad es más porfiada, tal vez podamos tener algunas otras instancias de 
reflexión, no solo en la Comisión, sino inclusive en algún ámbito informal, a fin de poder tratar estos temas. 


Reitero que apelo a la síntesis en función de poder atender a la otra delegación. Estaremos en contacto 
permanente y buscaremos las formas de seguir hablando con ustedes y con los demás actores de manera más 
colectiva. 


SEÑORA SIMOIS.- Con respecto a la pregunta de la señora Diputada Costa en cuanto a si la denuncia 
refuerza 0 agudiza la violencia, yo diría que no. Las lamentables muertes son una cada mil denuncias; 
la denuncia es una forma de poner un límite cuando la mujer no puede ponerlo. El perfil psicológico de 
estos hombres indica que son muy valientes con sus propias mujeres, pero muy cobardes para afuera y 
tienen mucho miedo a la Policía e, inclusive, a la sociedad civil. Como representante de Casa de la 
Mujer, yo muchas veces he intervenido ante un hombre violento, y lo que hago es cortar la violencia, 
porque tienen miedo; realmente, solo son valientes con ellas, salvo excepciones. 


En cuanto a las clases sociales, diría que los niveles de ocultamiento son diferentes. La violencia doméstica 
existe en todas las clases sociales. No es lo mismo la señora que vive en un ranchito, donde todo se escucha, 
que la que vive en una casa con paredes gruesas; la que vive en un ranchito no tiene nada para perder, y la 
otra tiene mucho para perder. La violencia es la misma, lo diferente son los niveles de ocultamiento. 


Con respecto a la educación, en las clases sociales altas nos hemos encontrado con que muchas veces los 
chicos a la primera persona que le cuentan el problema es a la maestra, pero el Director de la escuela, del 
colegio o del liceo llama a los padres, porque los padres son los que pagan, ellos son sus clientes. Entonces, 
el pobre niño queda mucho más expuesto y doblemente victimizado por la propia Dirección del centro de 
estudios. 


En relación a las víctimas secundarias podemos decir que hay muchas. Lamentablemente, en nuestra 
legislación -no soy abogada; soy una atrevida; pido disculpas a la compañera- la víctima desaparece. Una vez 
que el victimario está preso la víctima desaparece en todos los casos. Nadie se ocupa de las víctimas; 
deberíamos ocuparnos de ellos, porque esos niños que han presenciado episodios de violencia tienen ese 
modelo de ser hombre, un modelo de vincularse, un modelo de cómo tratar a una mujer. Como dice Piaget, 
los primeros seis años del individuo son su acervo cultural. Entiendo que deberíamos ocuparnos de ellos; por 
supuesto que tendríamos que hacerlo. 


En cuanto a los Defensores de Oficio, sé que en lugares del interior del país no existen; solo hay en las 
capitales departamentales. 


También quiero decirles que trabajé en un refugio durante muchos años en España, porque viví allí. Además, 
en Casa de la Mujer tengo una compañera belga, que se casó con un uruguayo y está viviendo acá, que 
también tiene muchísimos años de trabajo en un refugio. Por lo tanto, estamos a las órdenes para cuando 
ustedes necesiten información sobre las diferentes formas de refugio, porque en este momento en Europa hay 
muchos modelos, que no tienen nada que ver con los depósitos de personas que he visto en este país. Con 
esos, por favor, no estoy de acuerdo. 


SEÑORA LIMA.- Quiero plantear algunos puntos para tratar luego en otras charlas, como dice la 
señora Presidenta. 


Comparto las respuestas de la señora Simois. Tal vez, sería importante que conversáramos acerca de la 
independencia de los Jueces, que tanto preocupa. La independencia jurisdiccional no se ve afectada porque el 
Parlamento o la sociedad civil pida o intercambie explicaciones. Primero hay que entender qué es la 
independencia jurisdiccional, porque si se transforma en lo que acá hemos escrito -mis compañeras van a 
dejarles el material-, si hay dos jurisdicciones encontradas, es decir, cuando un Juez dice una cosa y otro, 
otra, debemos tener claro que lo que tiene peso u obligatoriedad no es la señora Jueza o el señor Juez que está 
detrás, sino la norma; es la ley la que tiene coercibilidad. Eso lo tienen que entender quienes llegan a los 
Juzgados y los propios operadores judiciales. Sería importante que el Ministerio del Interior lo entendiera, 
pero también los Jueces. 


En cuanto a los refugios y a la preocupación de alguna de ustedes con respecto a los plazos, creo que eso está 
vinculado directamente con la adopción de medidas cautelares en los Juzgados. 


Con respecto a la educación, en la Universidad de la República hace poco se empezó a brindar educación en 
ese sentido. En cuanto a los abogados en el interior del país, en aquellos casos en los que no hay Defensores 
de Oficio, es una carga de la profesión asistir, y hay que ponerlos. Pero, claro, en mi modesta opinión, todo 
vuelve a un mismo punto: las cabezas. Mientras no se visibilice la cosa, las cabezas no pueden ver. 


SEÑORA SIMOIS.- Vamos a dejarles documentación de casos concretos que hemos recogido como 
para ilustrar lo que hemos conversado. 


SEÑORA HERNÁNDEZ.- Queremos hacer algunas propuestas a la Comisión. 


Creemos que sería muy útil que ustedes nuevamente requirieran a ANDEBU y a los medios de prensa la 
posibilidad de hacer una campaña sobre violencia doméstica. Todo lo que se haga para afirmar que las 
mujeres tienen derecho a una vida libre de violencia es útil. La Comisión de Género y Equidad ya lo hizo una 
vez y puede volver a hacerlo, tan bien como anteriormente. 


Tal vez, sería bueno que ustedes conversaran con las autoridades del sistema educativo para algo bien 
concreto: todo funcionario público tiene, por el hecho de serlo, la obligación de denunciar todo hecho con 


apariencia delictiva. Esto es ley en Uruguay desde hace muchos años; sin embargo, las maestras están en 
conocimiento de esas situaciones y más de una vez no son autorizadas por las Directoras de las escuelas a 
formular la denuncia. Sería bueno que desde aquí se reiterara al sistema educativo la obligación que tiene por 
ley, ya que no necesariamente la denuncia la tienen que hacer los directamente involucrados. 


Tenemos fijada una entrevista con la señora Ministra del Interior, a quien le vamos a proponer que, así como 
hay una Comisión para analizar los temas de seguridad en el transporte y en el deporte, cree una Comisión 
asesora y honoraria sobre violencia doméstica. 


Nos gustaría saber qué pasó con el observatorio que la Comisión de Derechos Humanos se planteó realizar. 
Tal vez podamos proponer algunas cosas más. 


Finalmente, creo que hay medidas que se han tomado en otros países que también se podrían adoptar en 
Uruguay. Habría que discutirlas, pero para escandalizar bien puedo contarles que en una comuna de Italia, 
frente a la comprobación de la veracidad de la denuncia, se saca un carrito parlante a la calle que recorre el 
barrio diciendo: "Atención ciudadanos, Fulanito de Tal es golpeador". 


SEÑORA PRESIDENTA.- Con respecto al observatorio, como está en el ámbito de la Comisión de 
Derechos Humanos, la cual algunas de nosotros integramos, vamos a intentar sesionar con ambas 
Comisiones integradas, aunque sea informalmente, para ver cómo fue esa experiencia. Me consta que 
el mejor de los proyectos puede tener obstáculos en su implementación, y tenemos este ejemplo sobre el 
cual estuvimos discutiendo hasta ahora. 


Les agradecemos su presencia; por supuesto que este tiempo no alcanza, pero nos mantendremos en contacto. 


SEÑORA HERNÁNDEZ.- Gracias por estar trabajando en esto. Como señalaba la señora Diputada 
Etcheverry, este es un problema de democracia. Si no resolvemos este tema, el descrédito es sobre todas 
las instituciones de la democracia. 


(Se retira de Sala la delegación del CLADEM) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Magistrados del Uruguay) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación de la Asociación de 
Magistrados del Uruguay, AMU, integrada por su Presidenta, la doctora Anabella Damasco, por su 
vocal, la doctora Ada Siré y por la Jueza de Familia, la doctora Beatriz Vila. 


La Comisión de Género y Equidad hoy solo está representada por mujeres, pero se van a incorporar algunos 
legisladores interesados en los temas que tratamos. 


Como Comisión hemos decidido hacer una ronda de entrevistas con actores vinculados al tema de la 
violencia doméstica, porque es nuestra obligación como legisladoras hacer el seguimiento de las normas y de 
su aplicación. Estamos tratando de intercambiar con los distintos actores los nudos que tenemos en la 
aplicación de la ley de violencia doméstica -no nos estamos planteando algunas modificaciones legislativas, 
pero nadie descarta esa eventualidad en el marco del Poder Legislativo-, a fin de aunar criterios sobre las 
dificultades en los distintos ámbitos en los que hay que enfrentar este problema. 


SEÑORA DAMASCO.- En nombre de la Asociación agradezco la invitación que nos han hecho. Este es 
un tema que nos preocupa, nos complica y nos da trabajo todos los días y muchas veces tiene sus idas y 
vuelas, y sus problemas. En este ámbito se dictan las leyes con el mejor propósito y en el nuestro las 
leyes se interpretan y se aplican, pero no con el resultado preciso de una máquina, de un software. Al 
aplicarlas sobre la vida y las conductas concretas de los ciudadanos, aun la mejor ley no siempre 
funciona. En el ámbito del Poder Judicial decimos que no siempre la mejor sentencia o la más brillante 
es la que tiene el rasgo de lo que consideramos justo. 


El tema de la violencia doméstica, que es nuevo a nivel legislativo, es una vieja preocupación en nuestras 
sedes judiciales, y supongo que también en el Poder Legislativo. 


No vamos a mencionar algunas observaciones que hemos hecho acá oportunamente a la ley conocida como 
de violencia doméstica -eso excede este ámbito concreto y nuestra presentación; además deberíamos 
estudiarlo con más profundidad-, que después se traducen en interpretaciones disímiles de uno u otro 
Juzgado. Si bien la violencia doméstica me ha preocupado siempre, solo puedo dar mi experiencia como 
Jueza Penal y no en el ámbito propio de la familia, pero mis colegas sí podrán hacerlo. 


Lo que quiero destacar es que hay dificultades de coordinación, que de alguna manera están previstas en el 
artículo 21. Hay dificultades de coordinación en todos los ámbitos, pero yo me voy a referir a aquellas que 
son hacia fuera del Poder Judicial. 


Dentro del Poder Judicial existen problemas de coordinación porque, si bien la norma prevé la comunicación 
del cese del arresto o de la excarcelación del Juez Penal al Juez de Familia especializado, lo hace con mucha 
premura. Se ha tachado esto por parte de algunos colegas, con cierto grado de razonabilidad, de ilegalidad, 
porque la libertad es ante todo. Entonces, si yo no pude ubicar a la víctima para notificarle, no puedo 
postergar la libertad del individuo. Si bien la intención del legislador es buena, las razones son buenas, la 
libertad de un individuo está antes que la comunicación formal, más allá de que lo que se trate de proteger 
sea un bien jurídico de tanta o más tutela que el que se protege en la norma. Lo cierto es que si yo dispongo 
la libertad de una persona, debo cumplirla, aunque la Policía no haya encontrado a la otra persona para 
notificarle que ese día va a salir. 


Otras dificultades obvias han sido, lamentablemente, motivo de conversación en los últimos días; refieren a 
la aproximación o no aproximación. Las medidas cautelares pueden ser tomadas en los dos ámbitos: penal y 
familia. No hay en el Poder Judicial, obviamente, un oficial de cumplimiento ni ninguna otra figura 
intermedia que pueda corroborar si efectivamente se produce un incumplimiento. Yo me entero de que la 
persona incumplió cuando la víctima me lo viene a decir: "Mire, doctora, que está de vuelta, o que fue". A 
veces los problemas sociales o socioeconómicos hacen que hasta las propias víctimas acepten que se acerque 
bajo ciertas circunstancias, lo cual complejiza la situación, pero también debiéramos estar enterados. Debiera 
existir algo que dé alguna garantía a la víctima que enfrenta ese problema. 


Pero en el sentido más amplio posible y dadas las carencias y el anacronismo de nuestro proceso penal, la 
víctima no existe en el proceso penal. No tiene participación alguna, no hay posibilidades de que intervenga - 
salvo como denunciante-, no tiene posibilidades de saber. El proceso penal es dolorosamente escrito, como 
algunos han dicho. No nos vemos todas las partes al mismo tiempo. A veces pasa que la víctima presenta un 
escrito y tiene que ser a impulso del operador o del Juez que le dé sentido, porque legalmente en realidad no 
está prevista su participación, ni siquiera de modo de dar una idea de a qué lugares se podría acercar o a qué 
otros no se podría acercar. 


En ese sentido, ya he comentado con algún legislador que si, finalmente, este Parlamento aprobara en fecha 
no muy lejana la reforma del proceso penal, esto podría ser solucionado en general; y en esta incursión de las 
pretensiones que existen en esta materia sería doblemente beneficioso, porque la víctima podría participar y 
tener una representación en este tipo de procesos. 


Pensemos en las dificultades y en los compartimentos de distintas partes del Estado. En el proceso penal hay 
una defensoría que es la Defensoría Penal, que asiste al indagado o al procesado, pero no a la víctima. Ya ahí 
partimos de la base de que no tiene asistencia. La defensoría que lo debe asistir es la Defensoría de Familia, 
pero esta no actúa en el proceso penal, porque está prevista su actuación exclusivamente para el proceso de 
familia. Existen también faltas de coordinación, porque uno lo deriva a un lado y otro lo deriva a otro. Esos 
problemas son básicos. 


Algunas otras organizaciones e instituciones, por fuera del Poder Judicial lo prevén, pero igualmente 
presentan cosas que legalmente no están previstas. Si una víctima me presenta un escrito y me dice: "Mire 
que está viviendo en el fondo de mi casa, porque tenía el taller y yo no sé si sacarlo o no", en realidad no está 
prevista su actuación y queda, por lo tanto, a la buena voluntad del impulso que yo le pueda dar. Por otra 
parte, mi carga como Jueza Penal, no es atender esa digresión en el proceso, sino ir hacia una sentencia de 
condena o de absolución, dándole al indagado todas las garantías. Ese es el fin del debido proceso legal. El 
debido proceso legal no está destinado a la protección de la víctima. Por lo tanto, hay que tener en cuenta la 
participación de la víctima con una garantía o con una consagración legal de su actuación, sin alterar el canal 
del debido proceso legal. Debemos ser casi el único país del mundo que mantiene este tipo de proceso penal 


y, además, la víctima no tiene, en ningún ámbito, participación alguna en el proceso, ni siquiera de 
acercamiento o de querellas -como hubo en otra época- respecto a la actuación del fiscal. 


Por otro lado, una de las cosas que hemos sufrido -no quiero utilizar el plural porque a mí no me pasó, pero 
me consta el gran padecimiento que tuvieron sobre todo la mayoría de los Jueces del interior- es la falta de 
técnicos adecuados. Los Jueces estuvieron absolutamente sobrecargados y ahora están saliendo del 
agotamiento físico y emocional, a raíz de algunos otros juzgados que se crearon en la Ley de Presupuesto. 
Además, tenían la preocupación evidente de estar infringiendo la ley, porque esta preveía la actuación de 
equipos conjuntos, multidisciplinarios, que no existían, que no fueron previstos, ni estaban los recursos 
necesarios para ese fin. Yo no soy técnica en la materia, pero ¿por qué "funcionó" -entre comillas- en muchos 
lugares del interior? Funcionó por la buena voluntad de algunas otras instituciones. Pero eso es terrible 
porque el mismo sicólogo o siquiatra que estaba actuando a nivel del INAU o del Hospital, tenía que actuar 
en dos calidades: como terapeuta y como perito. Y son dos calidades incompatibles, porque el perito asesora 
al Juez y le da las reglas y el terapeuta va a atender la situación, independientemente de lo que pase en el 
proceso. Es muy difícil desdoblarse en esa doble actuación sin traicionar su reserva, su confidencialidad en el 
tratamiento y el deber que tiene de asesorar al Juez. Esto fue bastante preocupante, pero está solucionándose, 
aunque no en todos los casos. 


Además, debe preverse un estadio intermedio porque, en realidad, el asesoramiento que cumplen 
exclusivamente en el ámbito de familia en esa primera etapa y en la etapa posterior de evaluación, ahí 
terminó. Estos equipos, que son necesarios a la hora de la adopción de medidas cautelares o de medidas más 
permanentes o, incluso, en la derivación al Juez de Familia -el típico y no el de urgencia de la materia 
especializada-, después no tienen posibilidades de seguir el cumplimiento. En realidad, no deben hacerlo; 
quienes deben encargarse del seguimiento, del cuidado y de dar alerta a esos equipos que los atendieron en 
primera instancia son los equipos de otros ámbitos fuera del Poder Judicial. La forma de instrumentar esto no 
la sé, pero tiene que quedar claro -no hablo de responsabilidad, porque es de todos- que no es competencia 
del Poder Judicial. El Poder Judicial no está para hacer el seguimiento, porque todos debemos tener claro - 
suena desagradable cuando lo digo- que, salvo en lo que refiere a la adopción de medidas cautelares y 
algunas otras medidas, el Poder Judicial no es preventivo. A mí, como Jueza Penal, que me llamen cuando 
todo esté hecho, porque ese es mi papel; eso es lo que me marca la ley, y eso es lo que voy a hacer. Además - 
siempre lo digo-, nadie puede decir que si yo diera consejos, sería buena para prevenir algo, porque no soy 
técnica en la materia, no es mi especialidad. Los consejos que yo de buena voluntad podría dar seguramente 
no serían los adecuados, porque no estudié para eso. Los Jueces no estudiamos para eso. 


Decía que hay, entonces, un problema bastante grave en cuanto al seguimiento, que se nos escapa. Y cuando 
esta cuestión gruesa se nos escapa, ese tramo queda en tierra de nadie. Hay situaciones muy lamentables y 
cuando pasa algo grave normalmente -sucede en todos los ámbitos-, uno se repliega porque no quiere que lo 
critiquen. En esos casos nosotros recordamos las cosas que los demás no hicieron. A veces, por ejemplo, nos 
enteramos, por otra causal, que un niño abusado sexualmente, a los tres o cuatro años sigue viviendo con el 
procesado o penado y que quien tenía que haber cuidado eso, que no era el Poder Judicial, lo permitió. 
Tenemos problemas de comunicación, de coordinación y de códigos entre nosotros. Lo digo porque a veces 
algunas organizaciones, sobre todo las del Estado, tienen una idea del concepto familiar muy alejada de 
nosotros. Cuando a veces decimos "tal persona no se puede acercar a esta otra", nos responden "nosotros no 
vamos a destruir, porque tenemos que velar por la construcción de la familia”. Bueno, en realidad, son 
visiones distintas, y creo que toda la sociedad uruguaya debería plantearse cuál es el concepto de familia de 
este siglo. Sobre eso nosotros no vamos a aportar consejos sino datos, que es lo único que podemos hacer. En 
Montevideo se ha creado la Fiscalía especializada, aunque aún no está instalada. Eso está bueno. 


En el Poder Judicial los Jueces no funcionamos solos -a veces decimos que ese es el oscurantismo de nuestro 
proceso penal-, sino con el Ministerio Público y Fiscal, que en definitiva es el que tiene la palanca y la 
apertura. Cuando se dice que los Jueces no tomamos resoluciones, hay que tener en cuenta que los Fiscales 
están atrás. Queremos compartir responsabilidades, y compartirlas con todos. Nosotros nos equivocamos 
como cualquier otro, pero en el proceso penal hay que tener en cuenta eso. 


La participación de la víctima establecida legalmente permitiría también tener acceso al caso, saber cómo 
corregirlo y transparentar la situación, que es reservada, por aquello de que el proceso es "dolorosamente 
escrito". Los Jueces siempre tenemos cierto recato para entregar expedientes, porque no está bien que 
cualquier periodista o persona los vea; si bien en mayúscula son públicos, no podemos publicitar cualquier 


expediente dándoselo a cualquiera. A veces también nos volvemos más reservados de lo que deberíamos, es 
cierto. Creemos que la participación legal de la víctima prevista debiera transparentar esto, para saber las 
responsabilidades de cada uno; esto permitiría tener ese equipo de coordinación. Alguna vez hemos pensado 
que incluso el INAU debería tener líneas directas con nuestros equipos que actuaron en primera instancia. No 
sé si esa sería la forma más apropiada. Lo que sí es cierto es que habría que delimitar claramente cuál es la 
competencia de cada uno en este tramo, porque esto lamentablemente es inacabable y no podemos 
desprendernos y decir "qué bien que lo resolvimos", ya que ese es un poco nuestro papel. 


SEÑORA VILA.- Soy Jueza de Familia de Tercer Turno. 


Inmediatamente después de la promulgación de la ley de violencia doméstica nos tocó comenzar la labor e 
intentar darle cumplimiento. Como dijo la doctora Damasco, a todos los operadores nos unía una gran buena 
fe y el conocimiento de la ley a través de una simple lectura para comenzar la gran labor que se nos estaba 
encomendando. Tal vez la experiencia en esto nos sirvió y a veces el sentido común, del que nunca hay que 
olvidarse. 


Rescato muchas cosas dichas por la doctora Damasco en cuanto a algunos temas precisos y puntuales. Luego 
de la actuación de los Juzgados especializados -ustedes deben saberlo- los expedientes se deben reorganizar y 
después, a través de la oficina correspondiente, reubicados en los Juzgados de Familia para tomar 
determinadas medidas que se entiendan pertinentes. Muchas de ellas se convierten, como decía la doctora 
Damasco, en simples seguimientos. No hay muchas medidas y es muy poca la gente que vuelve a solicitar el 
auxilio de la Justicia. Yo quiero exponer algunos temas puntuales que fueron y son en este momento de gran 
importancia, como ustedes deben estar en conocimiento por los reclamos que se han hecho. 


El artículo 20 establece que debe garantizarse la asistencia letrada obligatoria a la víctima. Ese es uno de los 
temas que sigue urgiendo. El escaso número de defensores que existe no puede cubrir todas las necesidades. 
Pero el artículo 20 no solo debe tomarse para la víctima sino también para el victimario en cuanto a su 
necesidad de contar con un abogado que, de acuerdo con su formación, deberá imbuirlo sobre cuál es el 
alcance de su comportamiento, así como qué derechos y obligaciones le corresponden. Este es un gran tema: 
los usuarios tienen un gran desconocimiento de la ley de violencia doméstica. Me refiero a saber hasta dónde 
van sus derechos, pero también sus obligaciones. Creo que son esos temas sobre los cuales el público en 
general no está obligado a tener conocimiento. 


Quiero apuntar a otra cosa. Creo que en la enseñanza, la materia "educación cívica" o "derechos humanos" - 
me parece que este es un título que llega más a la población- es sumamente necesaria. Hoy estaba 
escuchando en los medios de comunicación que la "educación sexual" comienza a impartirse y yo creo que se 
debe continuar con la "educación cívica", pero debería empezarse a más temprana edad. Es un concepto 
personal, pero creo que es necesario porque eso va a remarcar, en el futuro, en los jóvenes, hasta dónde 
pueden llegar con determinado comportamiento y qué no pueden hacer. Pienso que está todo unido. 


Otro tema que quería plantear es sobre la necesidad de defensores de oficio en el interior, que es tremenda. 


En cuanto a la Fiscalía, sabemos que se ha puesto en marcha el plan de los Fiscales para violencia doméstica, 
aunque desconozco cuándo van a comenzar. 


Otro tema que tocó la doctora Damasco, tiene que ver con las sedes de Familia y los equipos 
multidisciplinarios. Se trabaja con el personal especializado en forma urgente e inmediata y eso queda 
agregado al expediente, pero cuando el caso pasa a Familia, si hay que tomar alguna medida importante o 
relevante o porque se entiende pertinente hacer un seguimiento, se cuenta con el servicio social, el DAS - 
División de Asistencia Social del Poder Judicial-, que obviamente es para todo el Poder Judicial a nivel 
nacional, y con la asistencia que pudiere -reitero, pudiere- brindar el INAU, pero se carece de cualquier tipo 
de cuerpo multidisciplinario a no ser que se utilice los servicios del IT'F, otro cuerpo totalmente recargado, 
muy confiable -como el DAS-, en el cual encontramos la misma demora. Y ese es el gran problema que 
tenemos: la demora. Porque con las resoluciones brillantes y buena fe del Magistrado resolvemos poco y, a 
veces, muy poco. Esas son necesidades de urgente resolución. 


Estoy hablando de Familia, no de especializados. Lo remarco porque remarco mi experiencia también y la 
circundante. El número de funcionarios tampoco es suficiente, aun para nuestra labor directa. Y creo que es 


necesario incrementar -la Corte así lo ha estado haciendo- un personal que sea totalmente responsable e 
imbuído en la tarea que debe realizar. Un funcionario puede cumplir su tarea en forma perfecta, pero cuando 
hablamos de violencia doméstica, tiene que tener conciencia del ámbito en el que se está moviendo. Creo que 
debe haber perfiles. Los perfiles se marcan, o se nace con un perfil. Lo cierto es que se necesita un personal 
adecuado, responsable, con una sensibilidad muy especial y que se haga inmune, con la misma sensibilidad, 
al gran cansancio y al gran pesar que uno siente, sobre todo con el paso del tiempo. En lo que me es personal, 
lo noto y llevo veinticinco años de trabajo, cinco en Montevideo. No sé mis compañeros, pero algo que 
reclamé es que los Magistrados deberían contar con una asistencia en esta especialidad, tanto técnica como 
psicológica -si lo requiriesen- en virtud del trabajo que hacen. 


Como ha dicho la doctora Damasco, obviamente el interior requiere de una asistencia especial porque los 
Jueces realmente se han visto desbordados, tienen que ocuparse de todas las materias, es un trabajo bastante 
agotador, y sus colaboradores, como por ejemplo la policía, que da cuenta y noticia, no tienen 
especialización. En algunas comisarías de Montevideo, hay especialización, pero en el interior, no. Entonces, 
al que se le comunica la noticia no está preparado ni especializado. Por eso atacaba ese tema: personal 
formado y con sensibilidad para trabajar en determinada cosa. Para mí eso es esencial en cuanto a los 
referentes materiales. 


En cuanto al tema de si la ley de violencia doméstica requiere o no modificaciones, es muy difícil decirles 
inmediatamente, desde mi punto de vista, si necesitamos mejorar tal artículo o no. Tal vez necesite 
aclaraciones, precisiones, un estudio meditado acerca de lagunas existentes. Se necesita un estudio meditado 
en el que estén involucrados todos los operadores porque son los que van a decir cuáles son las deficiencias 
o, mejor dicho, las insuficiencias, que no es lo mismo. Entonces, quizás aunados, en un trabajo conjunto, 
podamos dar mejor forma a la ley. 


En cuanto a la educación en derechos humanos, siempre pienso -creo que es su pensamiento y el de gran 
parte de la población-, hay que saber que existen leyes con respecto al tema, están los tratados 
internacionales, en los que tanto hincapié se ha hecho; lo que tenemos que tener es un marco material y 
humano adecuado. Ya ustedes se han preocupado de elaborar las leyes, pero el sostén físico y material 
también tiene que existir porque con la letra de la ley, sabemos que no tenemos el mejor resultado. Insisto en 
la conformación. 


Y todos los que estamos comprometidos en ese tema de educación, como dijo la doctora Damasco, tenemos 
que plantearnos cuál es el concepto de familia que tenemos delante. La familia es el único centro social 
contenedor o suponemos que así debe ser. Si no sabemos qué familia tenemos o con quién vamos a trabajar, 
creo que la tarea es un poco difícil. 


En lo que me es personal, la sensibilización popular a través de los medios masivos de comunicación tiene 
que existir. Hay una experiencia que quiero trasmitir. Fui invitada, por cuestiones de amistad, a un programa 
de FM que se está haciendo en Maldonado, en el cual está Raúl Oxandabarat y la doctora Jacinta Balbela. 
Salimos unos minutos al aire y se nos hacen preguntas. Tiene como finalidad sensibilizar a la población con 
respecto a la violencia doméstica porque realmente están muy preocupados. Ellos están muy contentos con 
esto; yo, como no me he escuchado ni tampoco a los demás, desconozco el resultado. Además, recién se ha 
iniciado y llevamos unos pocos programas. De todas formas, pienso que esto también puede ser útil. 


Hay otro tema que también interesa a mis colegas y es el de la cooperación entre todos los operadores, 
políticos, sociales, Poder Judicial. Nosotros debemos tener una relación más cercana. Creo que hace falta 
revitalizar el respeto por el trabajo y la figura de cada uno. Entiendo que la figura del Juez, como ícono de 
determinado Poder, está bastante maltrecha en algunos aspectos. No sé cuál es la credibilidad popular en ese 
sentido. Y en cuanto a los periodistas, el Poder Judicial está preocupado y nos lo ha hecho saber a través de 
nuestro centro de educación. Le interesaba saber qué opiniones y cercanías teníamos con los medios. Los 
medios de prensa se encargan de que la población tenga una acabada noción de lo que es la función del Juez. 
El Juez no previene, intenta recomponer trozos y pedazos de situaciones; es así desde el punto de vista de 
familia. En un divorcio nosotros nos vemos imbuidos en recomponer un régimen de visita, una pensión 
alimenticia distribuida, una tenencia. Es decir, cuando llegan a nosotros, la situación ya está muy enferma, y 
en algunos casos -no en todos- bastante destruída. Desde el punto de vista de familia, en materia ordinaria, no 
estamos previniendo, sino tratando de solucionar lo que quedó. En el caso de violencia doméstica sucede 
exactamente lo mismo; ya pasó todo lo grave. 


SEÑORA DAMASCO.- Hay dos aspectos en que la Asociación está trabajando para plasmarlos. Uno 
de ellos es la instalación de una página web. Creemos que el Estado es responsable -y todos nosotros 
como parte suya- de la situación y de la credibilidad actual del Poder Judicial. Los Jueces, la 
Asociación de Magistrados, sentimos -no la Suprema Corte de Justicia como jerarca del Poder- que 
hemos sido usados -o pretendido usar- según las sintonías de uno u otro lado. Cuando a algunas 
personas no les sirve nuestra actuación, nos critican para un lado y para otro. Nosotros hemos sido tan 
bastardeados por liberar a alguien como por tenerlo preso. Eso es responsabilidad del Estado. Las 
presiones que tenemos son inevitables y nosotros lo sabemos. Yo siempre digo que de mí pueden decir 
lo que quieran porque tengo los hombros bien anchos y las polleras bien puestas. Simplemente, es una 
cuestión de responsabilidad. No importa lo que digan de mí, Anabella Damasco; yo soy la titular del 
Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 14” Turno. Este es un cargo que no me pertenece, 
que ocupo desde hace diez años, que lo van a ocupar otras personas después de mí y que lo han 
ocupado prestigiosos magistrados antes que yo. 


Por lo tanto, como Asociación de Magistrados, nosotros creemos que tenemos la responsabilidad de informar 
a la población -ya que no hemos visto que nadie del Estado lo haga- respecto a qué somos, quiénes somos y 
cuál es nuestra responsabilidad. Por eso vamos a instalar una página web donde no solo vamos a informar las 
noticias del momento. Normalmente se nos busca para contestar algo que ha pasado porque alguien dijo una 
cosa, otro criticó, otro felicitó. Lamentablemente lo tenemos que hacer, pero tratamos de limitarlo. Yo 
siempre digo que no me gusta salir a contestar una cosa puntual; prefiero hablar de otras cosas como, por 
ejemplo, de educar. Tenemos que ser responsables de construir. Reitero que aunque cada uno de los Jueces 
somos el Poder Judicial, no nos pertenece y va a seguir para adelante. Por eso, hemos decidido crear una 
página web para que cualquiera pueda entrar -sobre todo los chiquilines-, y sepa qué hacer en el caso de que 
se haya divorciado y quiere pedir una pensión, si el padre está preso, etcétera. Lamentablemente, este es un 
sistema que el Poder Judicial no tiene hasta este momento. Como ya he dicho, las Defensorías están 
especializadas, tienen tiempos acotados, y los defensores tampoco son demasiados y están acotados a ciertos 
temas. 


La informática como herramienta a integrarse en el Poder Judicial ha llegado tarde, como ocurre en muchas 
partes del Estado. Yo puedo saber cuánto debo en ANTEL, UTE, pero no puedo saber la dirección de un 
Juzgado. A veces, tengo que derivar a otro para saberlo. 


Con relación a la violencia doméstica es bastante básico saber a dónde acudir. No es posible que no contemos 
con determinadas informaciones como, por ejemplo, cuántos albergues existen. Más allá de la buena 
voluntad que tengamos -yo tengo una lista- de llamar a un amigo que trabaja en determinado lugar y me 
puede informar, debemos contar con todos los datos. Esto es algo que materialmente no tenemos. 


Por otro lado, la segunda medida que la Asociación de Magistrados ha resuelto es la creación de una 
Comisión de seguimiento en materia de violencia doméstica. Cuando esta Comisión empiece a hacer su 
trabajo, vamos a poder establecer puntualmente -como decía la doctora Vila- nuestro criterio, pero no es 
posible que lo digamos solo nosotros. En primera instancia, vamos a hacer un borrador para evaluarlo con 
otros operadores, tanto con los Defensores -nos consta las dificultades que tienen tanto aquí como el interior- 
como con los Fiscales, para poder decir, por ejemplo, que la denominación de violencia doméstica está mal y 
debiera decir familiar; es decir, entrar en detalles concretos. 


Como Asociación de Magistrados nos interesa incidir en el perfil de los Magistrados -que es algo que 
reclamamos a nuestros jerarcas- y en darles apoyo, porque no todos tenemos la sensibilidad, el perfil o la 
personalidad para tratar determinados temas. Si yo soy Juez de Familia, me enojo con todos; si rezongo a uno 
por hacer tal cosa y al otro por hacer tal otra, me echan al otro día. Cada uno tiene una vocación, una 
personalidad y una responsabilidad para cumplir con distintas tareas. 


La Asociación de Magistrados va a pedir al Poder Judicial -como lo hacemos habitualmente en muchísimas 
cosas-, en defensa de nuestra carrera, que se busque un perfil determinado de Jueces y de equipos que nos 
asesoren, que es muy importante, y la creación de la página web. Esas son las medidas que planteamos. 


Como ustedes sabrán, el único recurso de la Asociación de Magistrados es el aporte de cerca de quinientos 
Jueces de la República. Para hacer la página web hemos pedido alrededor de quince presupuestos. Sacamos 
la plata de nuestro bolsillo. Nosotros no recibimos -ni podríamos- absolutamente nada de nadie. Tenemos 


ideas buenas, muy buenas y malas, pero siempre acotadas a nuestro presupuesto; ahorramos hasta la última 
hoja. 


La página que habíamos puesto en funcionamiento no nos gustó y vamos a tomar una decisión al respecto. 


Pensamos que con la Comisión de seguimiento vamos a poder aportar propuestas concretas de reformas 
legislativas o lograr la participación de algún otro sector del Estado o del nuestro, si se diera el caso. 


SEÑORA SIRÉ.- Poco puedo agregar a lo que dijeron mis compañeras, pero sí trasmitir algunas cosas 
que me han dicho colegas en mi carácter de directiva de la Asociación. 


Quienes ascienden a Jueces Letrados del interior generalmente son multimaterias: tienen familia, civil y 
ahora se les suma violencia doméstica. Ellos tienen una agenda muy recargada y, de pronto, les llega un caso 
de violencia doméstica que se superpone a las audiencias ya fijadas y tienen que suspenderlas. Además, como 
decían mis colegas, de repente esa persona no tiene el perfil adecuado, son civilistas o laboralistas. A veces, 
salen de una audiencia civil bastante difícil a atender un caso de violencia doméstica, y tienen la cabeza 
totalmente metida en otra cosa. Por esta razón, es imperioso la creación de un cargo especializado, sobre todo 
en el interior, porque en Montevideo ya existe. En el interior es el Juez multimateria el que está llevando todo 
adelante, y a eso se agrega la falta de equipos multidisciplinarios para poder trabajar en coordinación con el 
Juez, sobre todo los que están al norte del Río Negro. He visto compañeras muy estresadas porque quieren 
cumplir cabalmente con la tarea asignada y tienen la sensación de que no lo hacen. En gente responsable ello 
crea una carga adicional de estrés importante. Además, el servicio se resiente por la falta de equipo, e, 
inclusive, de perfil del Juez, que aunque ponga la mejor buena voluntad no es esa su especialización. 


En cuanto al seguimiento, también me han trasmitido la falta de refugios en el interior, tanto para las familias 
víctimas como para los victimarios. Se requiere una coordinación con el Juzgado de violencia doméstica o 
con el equipo de seguimiento -como decían las colegas- en lo que respecta a los refugios del victimario. Por 
ejemplo, si no se presenta al refugio, en el caso de una persona de bajos recursos lo más probable es que esté 
nuevamente acechando el domicilio de la víctima, porque no tiene muchas opciones. Por eso, es importante 
que exista coordinación. 


También resulta de importancia que existan guarderías en los refugios de las familias victimizadas, porque la 
señora debe ir a trabajar, los niños quedan en el refugio y se complica bastante la vida familiar; esto es lo que 
más me han comunicado. 


También me han trasmitido la necesidad de coordinación a nivel de enseñanza primaria, porque es en la 
escuela donde se detectan en primera instancia los casos de niños violentados o de familias que están 
viviendo violencia doméstica. Por un lado, por la deserción, pero, aun sin llegar a la deserción escolar, se 
advierten problemas que evidencian violencia doméstica en la familia; después aparecen los casos de lesiones 
graves y homicidios, y de repente esa situación fue detectada por la maestra tiempo atrás, pero no se 
comunicó, faltó coordinación y seguimiento. Obviamente, esto no lo puede hacer el Poder Judicial porque no 
es su tarea, pero es una falla que lleva al resultado final. La obligación de comunicar existe pero no se 
cumple. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Me gustaría iniciar el encuentro entre actores de dos Poderes del Estado con 
una aseveración, que me gusta utilizar después de transcurrido un tiempo prudencial de la sanción de 
esta ley, que no fue el ideal de las legisladoras pero bueno, a partir del intercambio, hay ley. Creo que 
es una ley que si algo demostró fue que era necesaria; eso no se suele decir y a mí me gusta decirlo. 


Hablando de imagen, señora Presidenta de la Asociación de Magistrados, ¡para qué le voy a contar la que a 
veces tenemos los legisladores! En la construcción colectiva de la imagen de las instituciones todos tenemos 
que empujar, porque la fortaleza de una democracia tiene que ver con la imagen que de los Poderes tiene la 
ciudadanía. En eso todos tenemos responsabilidad y creo que el principal desafío es cumplir a cabalidad con 
los cometidos para los que fue convocado cada uno en su lugar. ¿Las presiones? Nadie mejor que los Jueces, 
y yo diría que también los legisladores, saben que están a la orden del día en cada una de las decisiones que 
tomamos. Así que compartimos similares experiencias. Claro, ustedes, desde hace menos tiempo que los 
legisladores, han comenzado a recibir requerimientos de la población, que se ha empoderado y ahora también 
los critica como a los legisladores y a los miembros del Poder Ejecutivo, de pronto porque también se 


empieza a percibir una actitud diferente en los medios de comunicación, que se refieren a Jueces, les hacen 
consultas, algo a lo que antes no estábamos habituados. Antes, las decisiones de los Jueces estaban reservadas 
al caso concreto y la ciudadanía mucho no se enteraba. Bueno, son los nuevos tiempos que todos tenemos 
que enfrentar y debemos ver ese empoderamiento social vinculado con la responsabilidad de los ciudadanos 
y las ciudadanas tal cual los vamos formando. Ese es un muy buen desafío y, por eso, aunque no somos del 
Gobierno, compartimos su decisión de crear una Dirección de Derechos Humanos en el Ministerio de 
Educación y Cultura. 


Ahora bien, cuando hablamos de educación en todos estos temas no nos podemos olvidar de la Universidad 
de la República, porque la Ley de Violencia Doméstica, los tratados internacionales de derechos humanos, no 
se dan con todo su rigor en la Facultad de Derecho. Entonces, así como desde el Poder Legislativo hemos 
pedido sendas audiencias, muy especialmente las legisladoras, que fuimos a hablar con Decanos, con 
Rectores, en el entendido de que era indispensable que este tema formara parte del proceso de capacitación 
de los futuros profesionales de derechos, estaría bueno ser acompañados en este planteo por la Asociación de 
Magistrados, porque también sería buena cosa y ahorraría mucho trabajo en la capacitación del magistrado si 
ya en el proceso formativo del profesional de derecho estuviera incluida esta temática. Y nos parece que 
ustedes pueden incidir mucho mejor que nosotros en la elaboración de una currícula en términos de 
formación universitaria. 


Nos pareció oportuno hacer estas reflexiones, porque ustedes no tienen por qué conocer todos los pasos que 
desde el Parlamento se han hecho previo a la sanción de la Ley de violencia doméstica y después de un 
período prudencial de aplicación. 


Yo me anoté algunas cosas que me parece importante trasladar. Hoy hablábamos de las funciones que cada 
uno desempeña. Nosotras -y digo nosotras porque este fue un tema que básicamente nos pusimos al hombro 
las legisladoras de todos los partidos-, previamente a la elaboración del proyecto de ley, consultamos a 
Jueces, a Fiscales, en fin, a gente que sabía más que nosotros de la dinámica judicial. Vuelvo a decir: no fue 
la ley que nosotras planteamos, y ustedes lo saben, pero en ese proceso hubo aspectos a los que nosotras nos 
comprometimos. Cuando desde el Poder Judicial se nos dijo que era importante tener Jueces especialistas en 
este tema, las legisladoras fuimos a negociar a nuestras respectivas bancadas parlamentarias el presupuesto 
para esos Juzgados. Es decir: concomitantemente a lo solicitado, nosotras dimos una pelea en materia 
presupuestal, algo que no es habitual que suceda. Ustedes, que han participado y conocen el proceso de 
elaboración de leyes, saben que el legislador debe hacer la ley, por supuesto que en sintonía con operadores 
futuros y tratando de que sea lo más aplicable posible, pero hay aspectos en los que no puede incidir, entre 
otras cosas porque nadie sabe mejor que los involucrados cuáles son los aspectos internos que se mueven con 
este andamiaje y, en este caso, nadie mejor que el Poder Judicial para saber sus necesidades en este tema 
específico. Nosotras nos adelantamos a la solicitud del presupuesto para atender las situaciones de violencia 
doméstica, porque sabemos que esas luchas no son fáciles, y acá hay algunas compañeras que saben lo difícil 
que fue. 


La Presidenta de la Asociación hablaba de personal formado, de perfil. Las legisladoras fuimos a la Suprema 
Corte de Justicia -cosa que, lamentablemente, hacemos con mucha asiduidad- para trasladarle algunas 
preocupaciones y una de ellas fue, precisamente, el tema de los perfiles. Nosotras no podíamos poner en una 
ley -porque no somos quienes para sindicar a otro Poder del Estado- que debe haber determinado perfil de 
Juez para atender estas situaciones. De todos modos, previamente a la elaboración de esta ley -se los cuento 
porque me parece que estamos intercambiando información, que ustedes no tienen por qué saber- acudimos a 
la Suprema Corte de Justicia, para decirles que si bien nos asesoraban -voy a decir algo y no me importa que 
quede en la versión taquigráfica-, lamentábamos mucho no tener a mujeres como interlocutoras, porque 
sentíamos que muchas veces no éramos interpretadas totalmente al hacer esas solicitudes. Supongo que 
ustedes lo pasaron más que nosotras. 


Entonces, cuando la señora Presidenta habla de perfiles, la verdad es que nosotros podemos colaborar en 
seguir insistiendo y apoyar cuando ustedes hagan ese planteamiento, pero tampoco queremos que se nos diga 
que estamos interfiriendo con otro Poder del Estado. 


Son cosas que yo comparto, porque estos son temas que inciden en la persona que es operadora de justicia. 
Me ha tocado trabajar este tema desde otra perspectiva y sé lo que significa esto en lo cotidiano, mucho más 
cuando hay un desborde de expedientes. Sé que este tema vino a alterar la dinámica judicial, pero era 


indispensable que alguien, desde el Poder Judicial, abordara una cuestión que es lamentable en la sociedad 
uruguaya y que nos costó muchísimo que se visualizara. 


Quiero decir a las señoras Juezas que hacen mucho más en prevención de lo que se imaginan. Cuando una 
Jueza de Familia tiene a su cargo la determinación de una pensión alimenticia, obviamente que hace una tarea 
preventiva muy importante; otro tema es si después se cumple o no. El día que tengamos en regla el Registro 
de Deudores Alimentarios -otro de los proyectos que las legisladoras, muy especialmente, tratamos de que se 
aprobara-, vamos a saber si es o no una actividad preventiva. ¡Vaya si hacen prevención los Jueces! Además - 
esta es una apreciación fruto de una experiencia personal, especialmente en materia de infancia-, las 
decisiones de los Jueces en determinados sectores realmente surten efecto preventivo frente a otras personas 
que están observando qué es lo que pasa con un individuo que tiene determinado comportamiento. Eso es 
prevenir, desde nuestra perspectiva, y creo que lo hacen muchísimo más de lo que ustedes se imaginan, en 
todas las materias; de pronto más a nivel de Juzgados de Familia que en Penal -como dice la doctora-, pero 
me parece que es en todo. 


A mi me preocupan ciertas cosas, y creo que la señora Presidenta va a estar de acuerdo... 
SEÑORA PRESIDENTA.- Hasta ahora, concuerdo con todo lo que ha expresado, señora Diputada. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Aclaro que con la señora Presidenta compartimos la Comisión de Derechos 
Humanos, que tiene a su cargo el oObservatorio, que las compañeras legisladoras en la bancada 
femenina bicameral dieron a la Comisión como trabajo adicional. Verdaderamente, estamos teniendo 
muchísimos problemas con este tema. A ustedes, que trabajan con las leyes que hacemos nosotros en lo 
cotidiano, no creo que les haya sido un episodio muy común ver que los legisladores hacen un 
seguimiento de las leyes como el que se está haciendo en este caso. Muchísimas veces hemos pedido 
reuniones con las autoridades de la Suprema Corte de Justicia -a veces se sabe y otras no-, a las que 
llevamos expedientes como forma de intercambio, porque algo está pasando, y ustedes conocen el tema 
tan bien como nosotras. Ustedes pensarán que es difícil que una víctima de violencia venga al Poder 
Legislativo a decir lo que le pasa, porque se trata de una persona que ya pasó por una denuncia y que 
seguramente fue revictimizada por todos porque, como saben, en este proceso, sin querer, se 
revictimiza. Sin embargo, están viniendo en número asombroso. Nosotras no queremos bajo ningún 
concepto que una ley que llenó un espacio muy importante en la sociedad -por algo la gente sale a 
denunciar después de las campañas; esto lleva un proceso de muchos años-, no se aplique. Si sigue 
habiendo casos con las características de los últimos tiempos, todo el proceso -que duró varios años- 
que se siguió para hacer sentir a las víctimas que no estaban solas, se va a replegar, y eso es lo que no 
queremos. 


Cuando ustedes hablan de todas las dificultades que tienen en este proceso, hay dos temas que me gustaría 
trasladar. En primer lugar, queremos hacer referencia a la capacitación de Jueces y Fiscales en este tema que, 
según tenemos entendido, no es obligatoria. Nosotros tenemos noticia, y queremos confirmarlo con ustedes, 
en el sentido de que no todos los Jueces que tendrían que acudir a recibir esta capacitación -por la 
especialidad y la sensibilidad de esto y porque uno no se forma en la Universidad para esta cuestión- lo están 
haciendo. Nos gustaría saber qué pasa con los cursos de capacitación porque, de pronto, la campana que 
tenemos no es la real. 


En segundo término, nos preocupan muchísimo los interrogatorios de las víctimas, especialmente los 
realizados a los niños y a las niñas. Quiero sentirme libre de hablar de esto con ustedes porque esta es una 
instancia de ida y vuelta, para colaborar. Hablando de perfiles, nos parece que no siempre se interpreta que el 
interrogatorio de un niño o de una niña víctima de maltrato tiene que ser mucho más especial que el que se 
hace a un niño cuando se produce el divorcio de papá y mamá. Esto es bien diferente, porque se llega en un 
estado de vulnerabilidad muy especial y, a veces, sentimos que ahí tenemos problemas. Pero también 
asumimos que tiene que haber una capacitación especial y una ayuda a los Jueces en este tema, que no 
sabemos si existe y si es la adecuada. Quisiera saber la perspectiva de la Asociación de Magistrados del 
Uruguay al respecto. 


Cuando se habla de coordinación -el gran problema que hay a todo nivel en Uruguay porque aquí no se 
coordina o se lo hace mal; es uno de los temas que siempre nos planteamos cuando ponemos comisiones en 
las leyes para que haya coordinación-, debo decir que los resultados que se obtienen son muy diversos, y en 


los últimos tiempos observamos que cuando realmente se coordina es en el momento en que los operadores 
que van son del primer nivel de decisión. De todos modos, nos preocupa el tema, porque nosotros pusimos en 
la ley la creación de un Consejo Consultivo. Tenemos entendido que dicho Consejo -integrado por la 
Suprema Corte de Justicia- elaboró un plan y se supone que muchísimas de las instancias que ustedes nos 
trasladan como preocupación tendrían que manejarse en ese ámbito. Hace unos días, con otras compañeras - 
aclaro que las legisladoras no formamos parte del Consejo Consultivo, y está bien que así sea-, fuimos a una 
reunión convocada debido a las últimas muertes de personas víctimas de violencia que se produjeron. La 
verdad -lo hablamos con las compañeras y es bueno que ustedes lo sepan- es que allí observamos como que 
había un intercambio muy teórico sobre la realidad, que a nosotras nos preocupó. Uno de los aspectos que se 
señalan en la operativa de los casos de violencia doméstica, es una suerte de divorcio prolongado entre Sede 
de Familia y Sede Penal, que a veces puede conspirar con algunos aspectos del juicio. Se los comento porque 
estuvo planteado por parte de la sociedad civil en esta reunión del Consejo Consultivo 


De todas maneras, siento que este Consejo tiene la voz del Poder Judicial. 


Por tanto, me parece importante que estos aspectos que nos vienen a contar a nosotras -que algunos ya 
conocíamos, pero profundizamos en el conocimiento de otros- sean también trasladados a la Mesa del 
Consejo Consultivo, donde se tienen que solucionar muchas cosas. Por ejemplo, pretendemos que se haga un 
proceso de selección de los peritos en violencia doméstica -que fueron objeto de preocupación de las 
legisladores y tratamos de que se hiciera de la mejor forma- y si hay que pelear el presupuesto lo haremos, 
como lo hicimos con los Juzgados, pero la decisión tiene que venir de otro lado y no de las legisladoras. 
Estamos diciendo todas estas cosas porque nos parece que parte de la información no está llegando al 
Consejo Consultivo. Si está llegando, será el propio Consejo, cuando se reúna con las legisladoras, el que 
deberá decir qué pasa con estos aspectos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por supuesto, la señora Diputada Argimón sabe que me representa, porque 
hemos tratado este tema en varias ocasiones, y lo vamos a seguir tratando. Por eso hoy estamos 
convocando a todos los actores involucrados. 


Al decir de la señora Diputada Argimón, hay un ámbito que es el Consejo Consultivo. Hablo a título personal 
porque estuve en alguna sesión, alguna devolución que hizo el Consejo Consultivo al Parlamento, una 
especie de examen en el cual cada organismo integrante dice lo que hizo o las dificultades que tuvo, pero en 
realidad, no hay una información transversal que venga con una síntesis que sirva para ir avanzando. 
Entonces, si nosotros nos sentamos y escuchamos a todos los actores uno por uno, y cada uno dice: "Estos 
deberes los cumplí, estos no los pude cumplir porque me falta esto y lo otro", el año que viene, cuando venga 
el informe del Consejo Consultivo pasará lo mismo, y terminaremos no yendo a escuchar el informe porque, 
sinceramente, ya sabemos lo que nos van a decir. Acá la Comisión ve la necesidad de avanzar y por ello se ha 
puesto al hombro este tema. 


La Presidenta de la Asociación decía que no están para hacer prevención, pero yo tengo la impresión -si me 
equivoco, les pido que me lo digan- de que las medidas cautelares son preventivas, porque están previniendo 
males mayores, si bien se toman en función de una realidad y pueden ser una pena o una consecuencia de una 
acción. Creo que en la medida en que la mayoría de las denuncias están vinculadas al no cumplimiento de las 
medidas cautelares, hay una especie de divorcio entre eso que no se interpreta como medida preventiva y lo 
que sucede posteriormente. Es uno de los nudos que sigo percibiendo en la continuidad de denuncias que no 
llegan al observatorio y llegan acá como inquietudes de aquellas mujeres que recurren a nosotros porque no 
entienden cómo Fulano, que tiene medidas cautelares, está en la puerta de su casa cuando sale a las 6 de la 
mañana para ir a trabajar y le dice que la va a hacer boleta. Creo que tenemos que ponernos de acuerdo en 
cuanto a si esto forma parte de la prevención. 


Por otro lado, me preocupa un poco la transmisión que hace la señora Siré de lo que plantean algunos Jueces 
del interior por ser Jueces multimateria. Sí lo son, pero aparentemente, el problema aparece con la aprobación 
de la ley de violencia doméstica, porque la queja principal se vincula con este tema. Me sorprende que 
aparezcan estas quejas muy focalizadas en la ley de violencia doméstica, aunque se sume el Código de la 
Niñez y la Adolescencia. 


Esto también tiene que ver con lo que decía la señora Diputada Argimón; tenemos que capacitar y también 
lograr que los egresados de nuestras universidades salgan con las materias terminadas. Tal vez mi 


sensibilidad es extrema; si bien es cierto que los Jueces multimateria existen, todos sabemos las vueltas que 
da la carrera judicial por nuestro país, pero me parece que no podemos ponerlo como pretexto -sé que no es 
así- de algunas cuestiones que se pueden evitar. La vida es dinámica y las necesidades de estas sociedades 
cambiantes, con ese concepto de familia tan difuso y tan distinto de lo que era antes, nos llevan a tener que 
atender situaciones inéditas, insólitas e insospechadas que, por ahora, van a tener que asumir los Jueces 
multimateria. 


SEÑORA DAMASCO.- En cuanto a los Jueces multimateria, ya existe un desborde en la actuación del 
Poder Judicial en todos los ámbitos. Parece mentira que uno tenga que recordarlo. Ustedes saben -pero 
descuento que la mayoría de los ciudadanos no- que los Jueces no tenemos secretario, no tenemos 
asistente, no tenemos proyectista, hacemos, decimos y escribimos todo, y lo imprimimos. Nosotros 
vamos a otro país y pasamos vergiienza, porque cuando nos preguntan qué hacemos de noche, o los 
fines de semana, o durante las licencias, contestamos: "Sentencias". Nosotros no tenemos nada. Yo 
estoy 48 horas interrogando a una persona y cuando termino no me voy. Cuando todos se fueron, me 
siento en la computadora a escribir. Les cuento algo que ejemplifica bastante lo que estoy diciendo. Un 
5 de enero venía de afuera y recordé que tal vez ya se había aprobado y entrado en vigencia 
determinada ley. Entonces, estando todavía de vacaciones, porque tomaba el turno a las 12 de la noche, 
llamé a un colega por el celular, a mi costo, para que por favor me consiguiera la ley, porque a las 12 de 
la noche tenía que entrar a aplicarla. Nosotros hacemos todo; el desborde es completo. 


Los Juzgados a los que llamamos multimateria -había unos que eran peores porque también tenían a su cargo 
lo penal y lo relativo a menores infractores- son Juzgados de agenda, es decir, Jueces que se están formando 
en la carrera y están acostumbrados a tener una agenda. Son Jueces civiles, laborales, de contencioso, de 
familia típica, etcétera. En la mayoría de los casos no tenían experiencia para hablar con la Policía, porque 
uno la adquiere a los golpes, y personalmente, como fue en nuestro caso, porque el teléfono celular lo 
tenemos desde hace poco. Sobre todo cuando vivía en el interior, si yo iba al almacén, la Policía venía a 
buscarme a la carrera, y si decidía ir con mis hijos al zoológico, podía pasar lo mismo, porque no teníamos 
celulares. Usted hablaba con el Cabo Gómez y sabía quién era porque lo tenía cara a cara. Ahora, en nuestra 
escuela judicial, nadie les enseña. Nosotros tenemos pasantes, que son los estudiantes, y yo, con un manos 
libres que conseguimos, les enseño a hablar con la Policía, como también les enseñan otros colegas. Esta es 
una experticia que nunca nos la enseñaron, ni nos la van a enseñar, porque es algo que se transmite. 


Lo que ocurrió fue que estos Jueces tenían su vida estructurada de acuerdo con una agenda. Por ejemplo, de 
13 a 14 tenían las audiencias laborales y de 15 a 16 las otras. ¿Ustedes saben la cara que ponen los abogados 
cuando se interrumpe la audiencia por la que estuvo esperando desde hace tres meses para atender el teléfono 
porque a una señora le golpearon un ojo? Usted lo sabe; es la superposición la que genera este desborde. 
Además, no todos estamos capacitados para lo mismo ni todos tenemos vocación de Jueces de Familia o 
Penales; eso depende del perfil de cada uno. En este sentido, a veces se confunde la Asociación de 
Magistrados, porque somos Jueces y porque cada uno de nosotros representa en cualquier lugar del país al 
Poder Judicial, sin que necesitemos a nadie más. Eso es lo único que nos diferencia con los legisladores: el 
legislador, más allá de su cargo, funciona en conjunto, no por sí mismo; en cambio, los 498 Jueces 
funcionamos por nosotros mismos, somos independientes técnicamente. Pero, a la vez, somos administrativa 
y jerárquicamente dependientes de la Suprema Corte de Justicia, que es la que ordena nuestro ingreso, 
nuestra remoción, nuestro ascenso, nuestro traslado y nuestros sumarios. 


El trabajo de la Asociación de Magistrados es algo que no se ve; es una lucha -en el buen sentido-, 
básicamente, por tres postulados fundamentales: la defensa de la carrera, de la dignidad y de la capacitación 
del Magistrado. Tenemos otros postulados, pero sin estos que mencioné no existiría la Asociación. A veces 
nos invitan a asistir a algunos eventos y nosotros no vamos si están fuera de lo que refiere a los postulados, 
porque no son razón de ser de nuestra Asociación. A veces hay confusión en este sentido: nosotros no somos 
el ala gremial de la Suprema Corte de Justicia; nosotros somos el gremio de los Jueces, representamos a los 
Jueces. Aun cuando los cinco Ministros de la Suprema Corte de Justicia son socios de nuestra Asociación, no 
tienen ninguna incidencia. En otros países hay Presidentes de la Suprema Corte que integran y representan la 
Asociación de Magistrados. Es el caso de Panamá, donde una persona muy querida es ahora Presidenta de la 
FLAM y también de la Asociación de Mujeres Juezas; en nuestro país no se podría dar ese caso. 


Reitero: no somos el ala gremial de la Suprema Corte de Justicia. Es más: nosotros peleamos con la Suprema 
Corte. Por ejemplo, en el Presupuesto peleamos por integrar el Centro de Estudios Judiciales con dos 


representantes de nuestra Asociación, pero la Corte se salió con la suya porque los legisladores no reformaron 
esto. Yo tuve que encontrarme con caras desagradables y hasta con algún Ministro que dijo: "¡No! ¡Nunca! Si 
la Asociación de Magistrados entra en la Escuela Judicial yo salgo por la otra puerta". Pero nosotros 
seguimos adelante con un objetivo que habían perseguido otras Directivas y que nosotros pudimos concretar. 


Nuestra intención era que el Ministerio de Educación y Cultura saliera en representación de la Fiscalía 
porque, en realidad, eso no tiene ningún sentido, ya que en nuestra Escuela Judicial ya no se forman Fiscales, 
aunque lo representan y van a influir en nuestra carrera. Pero, bueno, hubo alguna pelea por la cual el 
Subsecretario de Educación y Cultura no quería que el Ministerio saliera. 


Insisto: nosotros queríamos que hubiera dos representantes nuestros, y no de una terna para que la Corte 
eligiera; queríamos nuestros dos representantes, porque tenemos que influir en la capacitación y en el perfil 
de los Magistrados. Cuando se hizo un proceso de selección -se formó un grupo y se decidió el perfil de 
colegas que ingresarían en la materia- nosotros teníamos algo que aportar, porque los defendemos a todos; 
todos son socios. Y aclaro que no ataco la dignidad de nadie cuando digo que tal Magistrado no tiene perfil, 
por ejemplo, de Juez Penal. Si alguien dice de mí: "La doctora Damasco no tiene perfil para Jueza Civil", yo 
lo aplaudo por haberse dado cuenta de ello. No es un agravio decir que alguien no tiene determinado perfil o 
que necesita capacitarse más en cierta materia. 


De todos modos, es cierto que, en general -no solo en el caso de los Jueces-, la gente que tiene cierta 
jerarquía a veces no tiene demasiado sentido de la autocrítica, porque recibe tantas críticas desde afuera que 
la que puede hacerse a sí misma queda un poco relegada. Pero la Asociación de Magistrados tiene sentido de 
autocrítica y apuesta a la capacitación. Nuestros colegas admiten más y ven con buenos ojos la capacitación y 
las becas que podemos obtener desde la Asociación, que las que se puedan lograr a través de la Suprema 
Corte de Justicia. Pero también hay que tener en cuenta que esta Comisión Directiva propuso que se 
incorporaran en el proyecto de presupuesto de la Suprema Corte de Justicia uno o dos cursos obligatorios 
para Jueces, a elección, pero la Corte no lo recogió. No todos nuestros colegas estuvieron de acuerdo con 
esto, pero como nos votaron por dos años, somos la Directiva y decidimos que estaba bien que nos 
impusieran uno o dos cursos por año. 


Aclaro que nosotros pagamos todo de nuestro bolsillo. Recibimos una magra suma para perfeccionamiento 
académico y con eso compramos diarios para estar informados, pagamos servicios de Internet, etcétera. ¡Lo 
que nos costó el convenio con la Facultad de Derecho, de la que todos salimos y a la que aportamos! Pero 
nosotros apostamos a eso; la capacitación es inevitable. 


Volviendo al tema de la prevención, insisto en que no estamos para eso, salvo en cuanto a las medidas 
cautelares; eso es claro. Pero, más allá de eso, como ciudadanos queremos la prevención social. En ese 
sentido, la falta de seguimiento y la falta de equipos para realizarla hacen que esa prevención no sea posible. 
Lamentablemente, la mayoría de las mujeres vienen a pedirme que rezongue a quienes las maltratan, y yo les 
digo: "No puedo rezongar en mi casa, ¡imagínense si voy a rezongar al marido o al hijo de otra!". ¿Por qué 
sucede esto? Las mujeres llegan a nosotros en una situación lamentable, sin contención y sin asesoramiento; 
me preguntan a mí, que soy la Jueza, que no estoy para asesorar a las partes, qué pueden hacer. Lo hacen 
porque no tienen abogado; no tienen defensa, alguien que las contenga; no tienen un desarrollo en el proceso. 
Eso es terrible. 


En cuanto a la comunicación con la Policía quisiera poder recopilar alguna vez la cantidad de sugerencias 
que nos hacen. Cuando yo decido que alguien debe ser internado en el Vilardebó, desde allí me contestan: 
"¡No!, porque no tenemos cama"; cuando digo que el INAU tiene que hacer un informe sobre tal o cual cosa, 
me dicen: "¡No!, porque mi equipo está haciendo tal tarea"; cuando le pido algo a la que conocíamos como 
Comisión de Lucha contra el Aborto, me responden: "Ahora no nos podemos reunir. Hasta el mes que viene 
no podemos hacerlo". Entonces, terminamos diciendo: "Tienen que venir o venir. Si no vienen, lo hacemos 
conducir”. Pero yo ya tengo bastante trabajo como para estar amenazando -eso sí es prevención- a algunas 
autoridades públicas con acusarlas de desacato para que vengan y me den la información que necesito o para 
que cumplan con la medida que dispuse. ¿Saben qué cantidad de gente vive a la vuelta de la Comisaría pero 
si llamamos allí me dicen que no la encuentran? 


Nosotros no tenemos recursos; no hay un alguacil a nuestro lado ni tampoco existe una Policía judicial. No 
tenemos alguien que sea de nuestra absoluta confianza. 


A veces, le pregunto a alguien: "¿Usted está seguro de lo que dice? ¿Está seguro? Mire que yo pasé por ahí y 
lo vi". Si me dicen: "Déjeme ver bien", seguro que sale corriendo a notificarlo. 


Soy una persona con una gran memoria para los nombres. Quizás no recuerdo cuánta leche tengo en la 
heladera, pero tengo mucha memoria para los nombres; la Policía me tiene terror porque sabe que recuerdo 
cómo me dijo, quién me dijo, con quién habló, etcétera. Pero esto no puede funcionar así. Por ejemplo, 
mandé a una persona a que hiciera una averiguación en determinada dependencia policial. Como mi hermana 
trabaja en una ONG, la derivé con una referida de ella, de ese lugar, y la funcionaria policial le dijo: "Usted 
tiene que pensarlo bien, porque la Biblia dice...”. Yo me quería morir. Mi hermana es agnóstica y, aunque yo 
soy católica, me sentí muy molesta por ese incidente. Mi hermana no me habló por no sé cuántos días porque 
quería asesoramiento legal, no que le hablaran de religión. La capacitación es importante a todos los niveles. 
Por ejemplo, cuando llamo a una seccional policial, me preguntan: "¿Cómo dijo? ¿Qué es lo que tengo que 
hacer? ¿Notificarme de qué?". A tantos años de funcionamiento de la ley, un Oficial de una determinada 
seccional policial no puede contestarme eso, porque yo, en el fragor del caso y de disponer la libertad, no 
puedo explicárselo; para mí, eso es terrible. 


Es cierto, no vamos a negarlo, hay poca gente interesada en esto. ¿Por qué costó tanto dictar una ley de 
violencia doméstica? ¿Por qué vamos un poco en la trastienda con todas estas cosas? Porque, en realidad, no 
hay una voluntad impresionante de que algunas cosas se ventilen, por las razones que sea, que yo no conozco 
y no voy a discutir ni a cuestionar. A lo que voy es a que a veces la buena voluntad sola no alcanza. 


A veces, algún Juez que yo conozco y sé que su capacidad de trabajo es media me dice: "Estoy enloquecido"; 
me encuentro con más de uno que me dice que está enloquecido, pero yo sé que fue y vino a tal o cual lado, a 
la peluquería, por ejemplo -yo hoy fui a la peluquería-, es decir, yo sé que les da el tiempo. Pero cuando 
algunas personas, que yo conozco a través de los años y sé de su capacidad de trabajo, me dicen que están 
desbordadas, ese día yo voy a la Corte y peleo para que pongan un Juzgado más ahí. Nosotros nos vamos 
conociendo; no podemos hacer caso a cualquiera. Los Jueces Penales, mis colegas, me dicen: "Pediste 
Juzgado para acá y para allá y no pediste más Penales", y les respondo que se aguanten hasta que se reforme 
el proceso penal. Es decir, no hacemos pedidos irracionales. No queremos más Jueces ahora, lo que queremos 
son más equipos; los equipos son fundamentales, como Juez puedo ir, pero es mejor si tengo un buen equipo 
funcionando, con una buena selección. 


Por ejemplo, a veces no tenemos noticia de la Comisión. Nuestra Asociación es bien democrática, tiene dos 
listas -obviamente, yo represento a la mayoría-, tenemos seis directivos, la representación es bien 
proporcional, y cuando elegimos -nuestros cargos son electivos-, lo hacemos de todos lados y lo 
conversamos. Cuando yo voy a algún lugar a hacer una petición por Penal, no es porque a mí se me ocurrió. 
En cambio, en la Suprema Corte de Justicia es el jerarca del sistema quien designa a alguien y no hace una 
evaluación hacia abajo. Una vez me pasó, en mi materia, que una persona fue designada por la Suprema 
Corte de Justicia para que fuera a determinado lugar, y cuando me enteré, los otros veinte Jueces Penales - 
somos veintiuno en Montevideo- nos reunimos y firmamos una nota en la que decíamos que no estábamos de 
acuerdo con eso. Entonces, el pobre que había quedado solo, cambió; había actuado con buena voluntad, no 
había querido pasar sobre los demás. Lo que sucede es que la operativa de la Asociación es transversal; 
cuando estamos pensando en determinada idea, consideramos lo que opinan los demás, no se trata de que 
porque me eligieron, ahora voy a hacer tal o cual cosa. En cambio, en la Suprema Corte de Justicia, se actúa 
de otra forma, por un motivo lógico: el Ministro no va a preguntar a sus funcionarios qué es lo que quieren 
hacer. Y lo mismo pasa en cualquier dependencia del Estado. Ese es el aporte que nosotros, como Asociación, 
podemos hacer; cuando planteamos algo tratamos de que haya consenso entre nuestros colegas. No 
planteamos algo porque uno nos dijo que estaba abarrotado de trabajo; no, cuando hacemos un planteo desde 
la Asociación es porque estamos convencidos de que eso pasó, no porque a determinado colega no le guste 
algún tema y me diga: "Yo te dejo con las mujeres y con la violencia doméstica". No es ese el sentido; 
cuando hacemos un planteo desde la Asociación es porque estamos convencidos. 


En cuanto a la capacitación, me importa destacar que los abogados no conocen las técnicas de interrogatorio, 
no saben preguntar. Somos pocos los abogados que hemos hecho algunos cursos sobre técnicas de 
interrogatorio, psicología del testimonio y alguna otra cosa muy menor, porque en realidad no hay material; 
tengo algún libro argentino, que a veces he prestado, y un actuario viejo una vez me enseñó a preguntar, y 
creo que sé preguntar bastante bien. Además, en ese momento, con buena disposición, los Juzgados de 


violencia doméstica tuvieron cierta preponderancia a la hora de su funcionamiento, y los Juzgados Penales 
que hacía años que esperábamos una Cámara Gesell no la pudimos obtener. 


Para mí, que soy una persona que se ha preocupado por estos temas desde hace muchos años, mi prioridad, 
mi obligación como Juez Penal -aunque pueda tener mi corazón y mi razón al lado de la víctima- es 
garantizar al indagado las garantías del debido proceso. Entonces, tengo que poder interrogar, y no para dar 
protección a la víctima, porque ese es el papel del Juez de Familia; en cuanto a la protección de la víctima, 
las preguntas que usted puede hacer no tienen nada que ver con las preguntas que yo, como Jueza Penal, voy 
a hacer para buscar, junto con el Fiscal, la imputación que me permita decidir si ese individuo va a ser parte 
del delito. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Nosotras lo sabemos. 


SEÑORA DAMASCO.- Pero es importante la coordinación; las técnicas de interrogatorio deberían 
estar determinadas, debería haber un protocolo; en algún momento se empezó a hacer, hemos 
trabajado, pero no se ha llegado a ciertos niveles. Sabemos que hace pocos días se designó a una colega, 
otra Ministra de Tribunal de Apelaciones -esto es muy incipiente-, con la que pensamos que podemos 
lograr un diálogo mejor que con quien anteriormente representaba algunos de estos temas en la 
Suprema Corte de Justicia. No sabemos si es en el ámbito de esa Comisión o no; se trata de la doctora 
Ana Maggi, con quien pensamos que vamos a lograr aunar criterios. Digo esto porque a veces, además, 
hay que convencer, porque otra de las cosas de la que pecamos los Jueces, aparte de la autocrítica, es 
de ser independientes, lo que significa que nadie quiere seguir las recetas de nadie. Entonces, a veces, 
algunos malentendemos y pensamos que coordinar es abdicar de la independencia. Es por eso que 
desde la Asociación estamos convencidos de que, de pronto, es posible hacer los planteos en esa 
Comisión, que es distinto a enfrentarse a un colega. Ya lo hicimos en dos oportunidades, nos reunimos 
los Jueces de Violencia Doméstica y los Penales, pero eso debería ser permanente. La primera vez que 
nos reunimos fue hace tres años, la segunda, hace dos, y ya tendríamos que habernos reunido 
nuevamente, porque es como una cuestión de aceitar el engranaje. Muchas veces nos ha pasado que 
enviamos un caso al Juzgado de Familia, este nos lo manda a nosotros, y nosotros volvemos a 
mandárselo, porque no hay un abogado que ocupe todas las órbitas, es decir, nadie lo sigue en todas las 
instancias, porque los defensores tienen distintas coordinaciones. No sé si ese aspecto tiene solución. 
Además, el indagado o denunciado en Violencia Doméstica no tiene abogado, porque se ha priorizado 
el de la víctima, y eso es ilegal. En realidad, no sé si es ilegal o inconstitucional; sería inconstitucional 
porque las garantías del debido proceso son de rango constitucional. La solución de la Corte, en una 
acordada, teniendo en cuenta que tiene tan pocos defensores, fue decidir que el abogado corresponde a 
la víctima, lo que es ilegal; estamos cumpliendo con algo que está mal. La persona debe tener garantía 
de un defensor; no hay dudas. Creo que para eso sí se necesita de la coordinación. Me ha pasado y me 
he asombrado cuando alguna persona me dice que quiere ir con su abogado de Penal, y tengo que 
responderle que no puede porque todo está compartimentado; eso es cruel. 


Con respecto a la capacitación, estamos abiertos. Por lo general, nuestros colegas han decidido que sí y han 
ido. Hemos recibido muchas invitaciones que hemos derivado y sabemos que han ido. Cuando hablamos de 
educación siempre optamos mucho más por nuestros colegas del interior, que son los que vienen en carrera, 
tienen mucho más ímpetu e interés en capacitarse. Sabemos que también hay muchos Jueces de Familia y 
algunos de Violencia Doméstica de Montevideo que se capacitan y buscan alternativas. 


Lo del perfil es algo para hablar a más largo plazo. Nuestra única influencia directa debería ser -es lo que 
pretendemos- a través del Centro de Estudios Judiciales. Pretendemos influir en el tipo de personas que 
existen; los que hemos ingresado a través del Centro de Estudios Judiciales hemos sido sometidos a 
exámenes psicotécnicos y demás, para después hacer la carrera. Aspiramos a que en algún momento eso se 
haga cada tanto. Hemos hecho varias propuestas que, inclusive, limitan nuestra actuación, siguiendo 
parámetros internacionales, pero es muy difícil cambiar la mentalidad de este país en algunas cosas dentro y 
fuera del Poder Judicial. La Asociación de Magistrados del Uruguay está dispuesta a hacerlo y nos han 
invitado a muchos cursos sobre capacitación en este tema concreto. Hemos puesto nuestro esfuerzo y de 
nuestro bolsillo para ayudar a pagar pasajes, matrículas o comidas, y los colegas lo han aceptado. Esto es 
periódico. Además, nuestro recambio es grande. Nunca podemos apostar a uno solo, porque nuestra carrera 
se transita por distintas materias y lugares. Creemos que en general hay interés; por supuesto que no habrá de 


parte de todos, hasta que en algún momento esto se haga obligatorio, pero muchos colegas han demostrado 
interés. 


SEÑORA PINTOS.- ¿A quién le corresponde llevar adelante el protocolo: al Poder Judicial, al 
Parlamento o debe hacerse en coordinación? 


SEÑORA PRESIDENTA.- No entiendo a cuál protocolo específico se está refiriendo. 
SEÑORA PINTOS.- Al protocolo sobre violencia doméstica en el ámbito judicial. 


SEÑORA DAMASCO.- Hay algunos tipos de protocolo que tienen distintos orígenes: unos de la 
psiquiatría, otros de la actuación forense. En realidad, el protocolo no debe ser una receta o una regla 
impuesta por el Poder legislativo -no creo que esa sea la fórmula- ni por el Poder Judicial, sino que 
debe ser de consenso. El protocolo, más allá de ese nombre rimbombante, indica una especie de 
consenso, de conocimiento y difusión de la forma de actuación. Eso es un protocolo. He integrado 
algunos grupos, pero no se ha llegado a una fórmula, porque ha aparecido, por ejemplo, un Grado V 
en psiquiatría infantil y ha dicho: "este es el mejor método" y otro ha dicho otra cosa. Creo que es un 
tema en el que habría que profundizar, porque tener un protocolo de actuación hace al ámbito de 
coordinación, para saber cómo debo actuar yo, cómo debe hacerlo el policía de la 5a. Sección de tal 
lado o el de Montevideo, a quién debe derivar al indagado, cómo debe tomar una muestra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Evidentemente, el interés es grande y la preocupación también, por lo que 
nos mantendremos en contacto. Estamos siguiendo con una ronda de intercambios con actores 
vinculados a este tema y seguramente nos volveremos a encontrar. Para nosotros ha sido un gusto 
haberlas recibido. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


